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Greenward Papers. Número 2. Marzo de 2020 

De la emergencia climática a la emergencia legislativa. 
Cinco propuestas financieras de impacto 

 
“El siglo XIX fue la era del beneficio; el siglo XX fue el del 
riesgo-beneficio; el siglo XXI parece que será el del 
riesgo-beneficio-impacto”  

Sir Ronald Cohen, Chairman de The Portland 

Trust. 

Padre de la Inversión Social. 

 

Resumen ejecutivo 

La declaración de emergencia climática por parte el Gobierno español vino acompañada del 
ambicioso compromiso de poner en marcha en el plazo de cien días las cinco grandes medidas que 
configuran el eje de su política energética y medioambiental, con el envío al Congreso del Proyecto 
de Ley de Cambio Climático y Transición Ecológica (LCCTE) a la cabeza. 

La ambición del Gobierno en la lucha contra el cambio climático es innegable y, sin duda, una buena 
noticia. Sin embargo, se corre el riesgo de no actuar con la rotundidad y la rapidez necesarias para 
poner en marcha las medidas que permitan conseguir las metas marcadas. Es hora de pasar a la 
acción legislativa. 

El último anteproyecto de la LCCTE es valiente en sus objetivos. Sin embargo, presenta, a nuestro 
juicio, dos debilidades. Por una parte, no otorga a los edificios el papel protagonista que tienen en 
el cambio climático y en la lucha contra él. Por otra, no presta la atención que merece la 
financiación necesaria para la revolución energética que ya se está abordando. 

Los edificios son el primer contaminante del planeta, responsables del 40% del consumo de energía 
y del 30% de las emisiones de gases de efecto invernadero. Por tanto, su potencial para la mejora 
de la eficiencia energética -su ahorro potencial en energía y en volumen de emisiones- constituye 
una enorme oportunidad. El presidente de la Agencia Internacional de la Energía (IEA, por sus siglas 
en inglés), Faith Birol, ha señalado que “la eficiencia energética es la primera fuente de energía de 
este planeta”, pero en su mayor parte permanece oculta en el parque edificado.  

Sin embargo, el foco de atención parece dirigirse casi en exclusiva al automóvil y la movilidad y no 
otorgar la misma importancia al primer consumidor de energía: los edificios. El éxito en la lucha 
contra el cambio climático no es posible sin una drástica mejora de la eficiencia de los edificios, 
mejora que hoy ya no presenta problemas desde el punto de vista tecnológico. 

Respecto a la financiación, en España harán falta 85.000 millones de euros en los próximos diez años 
para alcanzar los objetivos de eficiencia energética establecidos por la Unión Europea, de los que 
más de 40.000 millones corresponden al parque inmobiliario. Es imposible que las cuentas públicas 
soporten esta factura, por lo que las administraciones han apostado acertadamente por la 
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colaboración público-privada. La buena noticia es que en el mercado hay un enorme volumen de 
capitales privados a la búsqueda de oportunidades inversión con garantías y a largo plazo. 

Greenward Partners, la primera empresa de capital ecológico de España, ha desarrollado una serie 
de soluciones con eficacia probada en otros mercados para vehicular el flujo de estos fondos hacia 
la inversión en eficiencia energética de edificios: 

1. Creación del Programa de Activación de Capital Ecológico en Edificios (Sistema PACE). 

2. Regulación de la Hipoteca Verde. 

3. Reforma de la Ley de Propiedad Horizontal para asegurar mayor certeza a la financiación 

de reformas energéticas en comunidades de vecinos. 

4. Reconocimiento de las Certificaciones de Ahorro Energético (CAE). 

5. Implantación del Sistema MEETS (Metered Energy Efficiency Transaction Structure o 

Contratos de Eficiencia Energética Medida). 

Estos vehículos, que se describen detalladamente en este documento, permiten superar las dos 
grandes dificultades a las que se enfrenta este reto. Por una parte, la fiabilidad en la medición de los 
ahorros conseguidos en las intervenciones para la mejora de la eficiencia energética de los edificios 
y, por otra, la estructuración de productos financieros que cumplan con las necesidades de 
inversores y propietarios de edificios en términos de plazos, garantías, liquidez, costes y flujos de 
caja.  

Las soluciones, ya probadas en otros mercados, permiten activar el enorme capital que se esconde 
en el ahorro energético potencial de los edificios. 

Para que el desarrollo de estos mecanismos de financiación sea posible, es necesario que el 
legislador disponga el ordenamiento jurídico adecuado; es decir, que acelere la acción legislativa. 
Para contribuir a ello, Greenward ha contado con la colaboración de Pérez Llorca Abogados, una de 
las firmas de mayor prestigio en España, para la elaboración de un informe en el que se describen 
las normas de la legislación española cuya reforma debería acometerse, incluyendo una propuesta 
de articulado para cada una de ellas. 

En este documento se analizan en profundidad la magnitud de la necesidad y la oportunidad que 
representan la mejora de la eficiencia energética del parque inmobiliario y su financiación; las 
soluciones que ha desarrollado Greenward sobre la base de la experiencia exitosa en otros 
mercados, y la propuesta para hacer que todo ello sea posible. Finalmente, se incluye como anexo 
el informe jurídico elaborado por Pérez Llorca Abogados, con el citado articulado. 

Sin mejorar la eficiencia energética de los edificios, no se puede triunfar en la lucha contra el cambio 
climático. Es un reto extraordinario que exige soluciones innovadoras, como las que proponemos. 
Para su desarrollo, es necesario acometer las reformas legislativas que permitan su encaje en el 
ordenamiento jurídico.  

Este documento pretende ser una herramienta de ayuda para todos los agentes involucrados en la 
financiación de las mejoras de la eficiencia energética, incluidas las Administraciones Públicas. 
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1. La Eficiencia Energética en España 

 

Como establecíamos en nuestro anterior Informe Cómo financiar la eficiencia energética en España1, 

la energía más barata, limpia y segura es la energía que se ahorra, pues mitiga el cambio climático, 

mejora la seguridad energética y permite un desarrollo económico sostenible. En Greenward 

definimos la eficiencia energética como “la energía activada a través de aplicar medidas, procesos, 

reformas y hábitos orientados a la reducción del consumo energético en una vivienda, edificio o 

recinto sin reducir la calidad de los servicios energéticos, el confort y el impacto medioambiental. 

Es, por tanto, susceptible de ser medida, certificada y financiada como inversión sostenible”. 

España es un mercado de 25 millones de viviendas, de las que el 55% es anterior a 1980 y algo más 

del 20% supera los 50 años de antigüedad. Hasta ahora, la actividad en renovación de edificios en 

España ha sido muy escasa comparativamente con otros países de su entorno. El principal obstáculo 

lo constituyen la ausencia de financiación y la dificultad de entender el retorno de este tipo de 

inversión. 

El 82% del parque inmobiliario en España es ineficiente desde el punto de vista energético. Se estima 

que de los 85.000 millones de euros que será necesario invertir -y, por lo tanto, financiar - en los 

próximos 10 años para alcanzar los objetivos de eficiencia energética establecidos por la Unión 

Europea, más de 40.000 millones irán destinados a los edificios.  

Además de su contribución a la lucha contra el cambio climático, la inversión en eficiencia genera 

más puestos de trabajo por euro invertido que cualquier otra alternativa renovable. Elevar un 27% 

la eficiencia energética media del parque inmobiliario permitiría crear dos millones de nuevos 

puestos de trabajo en la Unión Europea. 

Sin embargo, el ritmo de incorporación de la eficiencia energética en la edificación está siendo 

inferior al deseable por la existencia de barreras sociales, técnicas y administrativas que limitan 

sustancialmente su atractivo como alternativa de inversión o de financiación entre inversores 

privados y que han mantenido a las entidades financieras ajenas a este desafío hasta la fecha. 

La eficiencia energética como concepto, como valor, no es todavía una prioridad. Los equipos 

eficientes energéticamente son por lo general más caros que los menos eficientes, con 

independencia del sector del mercado o del tipo de edificio.  

Existe también la percepción de que hay un alto riesgo en torno a la consecución real de los ahorros 

energéticos proyectados, así como en el rendimiento recurrente y a largo plazo de las mejoras 

introducidas.  

Asimismo, las entidades financieras tampoco parecen dispuestas a reconocer el aumento de la 

capacidad crediticia de un propietario que logra mejorar su flujo de caja mensual disponible 

invirtiendo en eficiencia energética, gracias a los ahorros obtenidos.  

 
1 Greenward Papers Número 1. Cómo financiar la eficiencia energética en España: una oportunidad de 85.000 millones de euros 

(agosto de 2019). https://www.greenwardpartners.com/comunicacion/papers/1/greenwardpapers.pdf 
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Además, las inversiones iniciales de las intervenciones para mejorar la eficiencia energética pueden 

ser importantes y su plazo de recuperación, largo; si bien los ahorros económicos son significativos, 

estables y predecibles.  

Como consecuencia de estas barreras, en el mercado hay hoy pocos proveedores de productos 

financieros diseñados para satisfacer las necesidades de eficiencia energética. Esto se debe en 

parte a que la financiación de estas inversiones se ha centrado fundamentalmente en los Contratos 

de Rendimiento Energético (Energy Performance Contracts) entre Empresas de Servicios 

Energéticos (ESE) y el cliente, propietario o gestor del inmueble. En este tipo de contratos, la ESE 

financia con su propio balance la inversión y obtiene su repago por parte del cliente en función de 

los ahorros energéticos efectivamente conseguidos como resultado de la intervención financiada.  

La Directiva 2018/844 de Eficiencia Energética de Edificios (EPBD) de la Unión Europea establece la 

piedra angular de un nuevo sistema energético descentralizado, descarbonizado, digitalizado y 

distribuido, las cuatro D, y establece las bases de la “energía como servicio”. Este nuevo paradigma 

energético puede generar en España/Europa? un mercado cercano a los 220.000 millones de euros 

hasta 2026 y de más de un billón en la próxima década. Es decir, el futuro de la eficiencia energética 

pasa por hacer de los watios ahorrados (negawatios) algo no solo visible y atractivo, sino también 

monetizable.  

Greenward identifica una clara oportunidad de mercado: la posibilidad de estructurar soluciones 

financieras adaptadas específicamente a satisfacer los intereses del propietario de un edificio que 

quiere o debe acometer su rehabilitación energética, buscando además la complicidad del capital 

privado institucional de largo plazo. La actividad de Greenward se orienta hacia el mercado 

inmobiliario, ofertando productos de financiación para proyectos de renovación energética de 

edificios, y hacia el mercado institucional de capitales, ofertando la oportunidad de invertir a largo 

plazo en la financiación de una cartera equilibrada de inversiones sostenibles. 

Greenward quiere ser parte de ese futuro promoviendo la Activación de Capital Ecológico, que 

consiste en generar nuevas vías de valor para los propietarios de los edificios, sus inquilinos, los 

gestores de la red, los usuarios y la ciudadanía en general. Dichas vías de valor se materializan a 

través de la promoción y financiación de proyectos de eficiencia energética y energía distribuida 

en edificios, que se traducen en ahorro energético, mejor calidad del aire, mayor confort y 

productividad, incremento del valor del activo, descarbonización de la economía y una nueva clase 

de activo verde de renta fija a largo plazo para inversores institucionales.  
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2. El contexto europeo y el Green Deal 

 
El Green Deal Europeo, presentado por el nuevo Ejecutivo de la Unión Europea, representa una 

oportunidad única para una acción decisiva y coordinada de todos los estados miembros en el 

reto de alcanzar una economía descarbonizada para 2050.  

 

Desde la propia gestación del Green Deal, se reconoce que los presupuestos públicos por sí 

mismos serán insuficientes dada la magnitud económica del desafío. Se calcula que para cumplir 

los objetivos climáticos establecidos para 2030 serán necesarios 260 000 millones de euros de 

inversión anual adicional, por lo que será necesaria la colaboración tanto del sector privado como 

público.  

 

Son imprescindibles los esquemas de colaboración público-privada; catalizar el flujo de inversión 

privada a estos proyectos, e incorporar los principios, políticas y objetivos de la financiación 

sostenible en el centro y corazón del mismo sistema financiero. 

 

Respondiendo a este reto, el Green Deal ha venido a transformar de facto al Banco Europeo de 

Inversión (BEI) en un auténtico Banco Verde Europeo, “socio financiero” de la Comisión en estas 

políticas comunitarias, comprometiendo más del 25% de sus recursos a la financiación climática, 

con el mandato de doblar ese importe en 2025. El Plan Europeo de Inversión Sostenible será el 

epicentro de la acción.  

 

Los nuevos instrumentos creados por la Comisión presentan la novedad de que se configuran 

como catalizadores de la inversión privada; es decir, no como una inversión finalista de recursos 

públicos, sino como facilitadores y garantes del capital privado, en su mayor parte institucional y 

de largo plazo, necesario para acometer proyectos tanto en mitigación como adaptación. 

 

Estas cifras son un claro ejemplo de que con la aplicación exclusivamente de medidas 

incrementales no se van a alcanzar ni de lejos los compromisos adquiridos en el Acuerdo de Paris. 

Es necesario romper el statu-quo; son necesarios nuevos instrumentos de garantías, estructuras 

de mercado de capitales, facilidades de capacitación técnica, sistemas de incentivo y penalización; 

es necesario acercar la colaboración público-privada al ciudadano tanto como sea posible, abordar 

la transición climática no solo desde una perspectiva de ahorro, seguridad energética y 

descarbonización, sino como una fuente gigantesca de potencial impacto social y de riqueza 

justamente distribuida entre todos los actores: propietarios de inmuebles, inquilinos, 

comunidades energéticas, financiadores, comercializadores de energía, administraciones y 

ciudadanos en general que tienen ahora la posibilidad de convertirse en prosumers (consumidores 

y generadores de energía, simultáneamente) y, por tanto, en el eje principal de esta emergencia 

climática que el propio Green Deal considera como una necesaria revolución.  
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3. Soluciones financieras y propuestas legislativas para España 

 

La ambición del Gobierno de España en sus objetivos de lucha contra el cambio climático ha 
quedado patente tanto en la composición del Ejecutivo como en las medidas adoptadas en esta 
materia y en los compromisos que ha adquirido. 
 
Tras la declaración de emergencia climática por el Consejo de Ministros el pasado 21 de enero, es 
momento de acelerar la acción legislativa. Así lo ha reconocido el propio Gobierno al acompañar 
esa declaración de emergencia con el ambicioso compromiso de desarrollar en cien días las cinco 
grandes medidas del paquete energético del programa de Gobierno en la presente legislatura, 
entre ellas remitir a las Cortes el proyecto de Ley de Cambio Climático y Transición Energética.  
 
El principal obstáculo para la mejora de la eficiencia energética de los edificios en España es la 
ausencia de instrumentos de financiación eficaces y a largo plazo que permitan canalizar la 
inversión privada hacia los proyectos de rehabilitación, como se ha señalado anteriormente. Si no 
se crean estos mecanismos, el reto es inalcanzable. La buena noticia es que existe un enorme 
volumen de capital en manos de los inversores institucionales privados a la búsqueda de activos 
de renta fija con garantías, a largo plazo y con retornos estables, como los que ofrece la activación 
del ahorro potencial que esconden los edificios. 
 
Para vencer esta barrera y poder aprovechar esta oportunidad, Greenward Partners propone el 
desarrollo de un conjunto de instrumentos de financiación innovadores que han demostrado su 
eficacia en otros mercados: 
 

1. Creación del Programa de Activación de Capital Ecológico en Edificios (Sistema PACE). 

2. Regulación de la Hipoteca Verde. 

3. Reforma de la Ley de Propiedad Horizontal para asegurar mayor certeza a la financiación 

de reformas energéticas en comunidades de vecinos. 

4. Reconocimiento de las Certificaciones de Ahorro Energético (CAE). 

5. Implantación del Sistema MEETS (Metered Energy Efficiency Transaction Structure o 

Contratos de Eficiencia Energética Medida). 

Este ambicioso e innovador paquete de instrumentos genera beneficios y ventajas para todos los 
agentes involucrados: propietarios, inversores, Administraciones y conjunto de la sociedad. 

Su desarrollo pasa por una estrecha colaboración público-privada, de acuerdo con lo establecido 
en la Directiva EPBD, de Eficiencia Energética en Edificios. 

También demanda una serie de reformas legislativas que garanticen su encaje en el 
ordenamiento jurídico español y que, por tanto, habiliten su funcionamiento. La tramitación de la 
Ley de Cambio Climático y Transición Energética parece el instrumento legislativo óptimo para 
abordar estas necesarias reformas. 

Greenward Partners ha encargado a Pérez Llorca Abogados, firma legal de referencia en España, 
el análisis del encaje en nuestro ordenamiento jurídico de las presentes propuestas y, de ser este 
posible, como ha sido el caso para las cinco medidas que aquí se presentan, la redacción de las 
modificaciones necesarias en el articulado de las diferentes normas que deberían modificarse 
para conseguir este propósito. Este informe, junto al clausulado concreto habilitante de las 
propuestas que pasamos a detallar, se adjunta al presente documento, como anexo. 
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A) PROGRAMA PARA LA ACTIVACION DE CAPITAL ECOLOGICO EN LOS EDIFICIOS (SISTEMA 

PACE) 

El Sistema PACE es un mecanismo voluntario de financiación de obras de eficiencia energética en 
inmuebles que facilita y abarata el acceso a la financiación y que se estructura del siguiente modo: 
 

1. Las mejoras de la eficiencia de los inmuebles se financian con fondos privados. 

2. La financiación está garantizada únicamente por el inmueble, y en el caso de un traspaso 

del mismo esta garantía se traspasa con él. 

3. El repago de la financiación se canaliza a través de una contribución local especial 

(Contribución PACE) que gira el ayuntamiento competente (cuyo importe total es 

equivalente a la cuota de amortización más intereses de la financiación) y que goza del 

beneficio de hipoteca tácita sobre el edificio. 

4. Las entidades locales que voluntariamente se adhieran a este sistema mediante la 

correspondiente Ordenanza, establecen los criterios de elegibilidad de proyectos, el 

acuerdo de colaboración con una entidad gestora del Programa PACE, los procesos de 

establecimiento de la Contribución PACE y el acuerdo con las entidades financiadoras para 

la canalización de los importes correspondientes de los propietarios. 

5. Los préstamos PACE tienen un plazo de amortización de entre 20 y 25 años, un tipo de 

interés fijo y financian el 100% del coste del proyecto, con el límite del 20% del valor del 

inmueble. Tienen la ventaja de que no se aceleran en caso de impago y la financiación 

permanece ligada al edificio en caso de venta o ejecución (similar al Impuesto de Bienes 

Inmuebles), con lo que se puede considerar como un pasivo fuera de balance y, por tanto, 

no incrementa el apalancamiento del propietario del edificio ni perjudica a su capacidad 

crediticia. 

Con la financiación PACE se busca permitir a los propietarios de los inmuebles, asociaciones, 

comunidades de vecinos y entidades sin ánimo de lucro, acceder a financiación a largo plazo para 

mejoras de eficiencia energética, de conservación y uso del agua y de generación y 

almacenamiento de energías renovables en inmuebles ya construidos o en construcción. 

La experiencia de este mecanismo en otros países (en Estados Unidos se ha otorgado ya 
financiación por un valor cercano a 7.000 millones de dólares a través de este mecanismo) 
demuestra que el Sistema PACE genera beneficios para todos los agentes involucrados: 
 

• Los propietarios de edificios pueden acceder a fondos para financiar las intervenciones 

que generan los ahorros energéticos, con coste cero en términos de caja neta, ya que son 

los ahorros los que financian las cuotas de devolución de los préstamos. Asimismo, los 

propietarios ven incrementado el valor de venta y de alquiler de sus inmuebles, al ser más 

eficientes, sin aumentar su endeudamiento personal o corporativo. 

• Los inversores privados que financian los préstamos se benefician de la garantía que 

proporcionan la afección de los inmuebles y los mecanismos de recobro a través de las 

haciendas locales. 

• Y las entidades locales pueden alcanzar sus objetivos de descarbonización a la vez que 

llevan a cabo la restauración y rehabilitación de edificios y promueven la generación de 

empleo local para llevar a cabo dichas intervenciones. 
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La redacción y aprobación de la Ley de Cambio Climático y Transición Ecológica constituye 
una oportunidad única para la puesta en marcha de un Sistema PACE en una norma con 
rango de ley, que establezca los mecanismos para habilitar a las entidades de financiación y a 
las empresas que llevan a cabo las actuaciones de eficiencia energética a operar dentro del 
sistema. La norma debe establecer también la manera en la que las entidades locales 
formarían parte del Sistema PACE en su ámbito territorial (siempre de forma voluntaria y a 
través de una Ordenanza especifica) y las características que deberían tener las financiaciones 
incluidas en el sistema en términos de plazo, tipo de interés, importe a financiar e 
intervenciones susceptibles de ser financiadas. 
 
Una vez dada carta de naturaleza al Sistema PACE, su implantación requeriría la creación de 
un marco dentro del ordenamiento jurídico que permita su funcionamiento. En concreto el 
desarrollo de este sistema exigiría la modificación de las siguientes normas: 
 
1. Texto Refundido de la Ley de Regulación de las Haciendas Locales (TRLRHL). Para que las 

entidades locales puedan girar a los propietarios las cuotas correspondientes a los 

préstamos PACE es necesaria la creación de un mecanismo específico, a través de la 

implantación de una contribución específica o de un recargo del IBI (Contribución PACE). 

Para ello es necesaria la adaptación del articulado del Texto Refundido de la Ley de 

Regulación de las Haciendas Locales (TRLRHL). 

Los préstamos PACE responden a las características de las Prestaciones Patrimoniales 
Públicas no Tributarias contempladas en la Ley General de Tributos, puesto que la mejora 
de la eficiencia energética genera un aumento en el valor de los inmuebles y la 
financiación constituye un servicio que contribuye al interés general prestado por 
entidades privadas (las entidades financieras habilitadas para operar en el Sistema PACE).  

En el caso alternativo de un recargo del IBI, éste se equipara al recargo en este impuesto 
por inmuebles urbanos de uso residencial desocupados con carácter permanente que 
contempla el TRLRHL.  

2. Convenios de Colaboración. Esta intervención de las haciendas locales exige también 

dotar un instrumento jurídico (un convenio de colaboración) que articule la relación entre 

éstas y los financiadores privados del Sistema PACE. Para garantizar la implantación de la 

financiación PACE y que se ajuste al máximo a sus características específicas, se propone 

la creación de una modalidad especial de Convenios de Financiación PACE fuera de la ley 

de contratos públicos. 

3. Ley General Tributaria (LGT). La afección de los inmuebles a la devolución de la 

financiación PACE constituye la constitución de una hipoteca legal tácita. Para dotar de 

mayor seguridad y, por tanto, facilitar el flujo de los fondos privados al Sistema PACE se 

hace necesaria su regulación en una norma con rango de ley, la LGT. 

 

B) LEY DE PROPIEDAD HORIZONTAL (LPH) 

Para impulsar las intervenciones para mejorar la eficiencia energética en los edificios sometidos 
al régimen de propiedad horizontal, que son la inmensa mayoría en los entornos urbanos, se 
propone reformar la LPH, de modo que se incluya en el “deber de conservación” que contempla 
la ley, las obras necesarias para alcanzar un determinado nivel de eficiencia energética y articular 
para ellas un régimen específico simplificado de mayorías en los acuerdos de la Junta de 
Propietarios, aclarando al mismo tiempo el proceso ejecutivo de las deudas contraídas por los 
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vecinos respecto a la financiación concedida a la Comunidad en rehabilitaciones energéticas, todo 
ello por una cuestión de interés público. 

Estas medidas permitirán una mejora en la percepción del riesgo para los financiadores y, por 
tanto, la canalización de inversión privada hacia este sector, actualmente prácticamente 
huérfano, con la posibilidad de su empaquetamiento y refinanciación en el mercado de capitales. 

 

C) LA HIPOTECA VERDE 

 

La hipoteca verde es una alternativa idónea para facilitar la financiación de la eficiencia energética 
allí donde las entidades locales no implementen el Sistema PACE.  
 
Se entiende por hipoteca verde aquella establecida como garantía de repago de créditos 
destinados a la reducción del consumo de energía o agua y generación o almacenamiento 
energético en inmuebles, que comparte similares características con el crédito refaccionario, de 
modo que su constitución sea ágil, sencilla y exenta de costes, como es el caso del Impuesto sobre 
Actos Jurídicos Documentados. 
 
No obstante, dado que estos créditos verdes no están contemplados en la legislación española, 
para su impulso, se hace necesaria su regulación en una norma con rango de ley, en este caso una 
modificación de dos artículos de la Ley Hipotecaria (LH). 
 
Se propone crear la figura de la hipoteca verde como medida adicional de estímulo para la 
canalización de capital privado en la financiación de estos proyectos en atención al interés general 
e impacto que tienen sobre la lucha contra el cambio climático y el bienestar social.  
 
Las características fundamentales de este instrumento se describen en detalle en el anexo .de este 
documento. 
 

D)  SISTEMA DE RECONOCIMIENTO DE CERTIFICACIONES DE AHORRO ENERGÉTICO (CAE) 
 
El sistema nacional de obligaciones de eficiencia energética obliga a las comercializadoras de gas 
y electricidad a unas determinadas cuotas anuales de ahorro energético, que se materializan en 
aportaciones financieras al Fondo Nacional de Eficiencia Energética. Como alternativa a estas 
aportaciones, la normativa española contempla la presentación de certificados de ahorro 
energético (CAE) negociables, opción que aún no ha sido desarrollada reglamentariamente. 
Greenward aboga por la habilitación de un sistema de medición y cuantificación de los ahorros 
obtenidos en proyectos de eficiencia energética, que permita emitir estos CAE, transmisibles a, 
entre otras, las empresas obligadas al cumplimiento de esas cuotas de ahorro. Estas empresas 
podrían aportar los CAE como especie.  
 
También defendemos abrir la posibilidad de crear un mercado secundario organizado o 
voluntario, que pudiera servir como palanca de financiación o refinanciación de proyectos de 
renovación energética en edificios. 
 
Los CAE además podrían abrir la puerta a un sistema de apoyo a la financiación de proyectos en 
eficiencia en vivienda social y colectivos en situación o riesgo de pobreza energética, que 
difícilmente pueden acceder a la financiación privada. Mediante este sistema, el Fondo Nacional 
de Eficiencia se comprometería a través de contratos de suministro energético (PPA) a largo plazo 
(20 años) y precio fijo a adquirir los certificados “cosechados” de las inversiones en eficiencia que 
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en esos edificios pudieran acometer inversores privados e institucionales, de modo que 
transferirían el riesgo del propietario o de la comunidad de propietarios al propio Estado español, 
lo que sin duda atraería capital en las ingentes cantidades necesarias. 

 
 

E) CONTRATOS DE EFICIENCIA ENERGÉTICA MEDIDA (MEETS) 
 
En el actual reto climático hay unos actores fundamentales que hasta la fecha han jugado un papel 
más bien pasivo, ante el temor de pérdida de facturación: las comercializadoras de energía. 
Greenward propone poner en valor la propia factura eléctrica como canal de financiación de 
proyectos de eficiencia energética, alineando los intereses de todas las partes con el interés 
público en la descarbonización de los edificios.  
 
El sistema de Contratos de Eficiencia Energética Medida (MEETS, por sus siglas en inglés: Metered 
Energy Efficiency Transaction Structure) permitiría medir los ahorros energéticos (o negawatios) 
obtenidos por las actuaciones de eficiencia energética acometidas en los inmuebles, bajo 
determinados parámetros establecidos probablemente de acuerdo con el Instituto para la 
Diversificación y Ahorro de Energía (IDAE), como organismo responsable dentro del MITECO.  
 
Bajo el sistema MEETS, las empresas comercializadoras de energía facturarían por los ahorros 
energéticos como un servicio de eficiencia (gasto operativo que podría ser repercutido a los 
arrendatarios), en la propia factura y junto al consumo real, facilitando la gestión operativa de 
este esquema, de modo que se daría carta de naturaleza a dos tipos de energía en los inmuebles, 
la consumida y la ahorrada o Energía Eficiente (tan sostenible como el resto de las energías 
renovables y, como hemos mencionado anteriormente, con un mayor impacto social y económico 
local). 
 
A través de este mecanismo, los propietarios de los inmuebles podrían financiar con cargo a estos 
ahorros el 100% de sus intervenciones para la mejora de la eficiencia energética, transmitiendo 
los certificados de ahorros energéticos generados a los financiadores, en este caso promotores, 
en pago por la inversión en sistemas y proyectos de eficiencia en el edificio. Esta financiación no 
solo quedaría fuera de balance para el propietario del inmueble (no supone mayor 
endeudamiento) sino que, como energía facturada, sería un gasto operativo del propio inmueble). 
 
Los financiadores o promotores, a su vez, podrían transmitir los CAE en un mercado secundario, 
o bilateralmente a las empresas sujetas al sistema de obligaciones de eficiencia energética, a 
través de contratos de compraventa de energía evitada a largo plazo, o PPA, al mismo precio o a 
un descuento del facturado al propietario en su factura mensual por el servicio de eficiencia, 
repagándose de este modo la inversión en eficiencia realizada en el edificio, en plazos de hasta 25 
años, y pudiendo éstas contribuirlos en especie al Fondo Nacional de Eficiencia. 
 
Todos los elementos objeto de la inversión en eficiencia, al derivarse de un contrato de 
“arrendamiento energético” del edificio, revierten en propiedad al dueño del mismo al termino 
de tal arrendamiento. Se trata, en suma, de financiar la eficiencia de un modo similar a como se 
financia un proyecto de generación renovable: se arrienda un espacio, se invierte en activos 
generadores y se vende la energía producida a un tercero mediante un contrato a largo plazo al 
objeto de repagar la inversión. 
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Gráfico 1. Funcionamiento del Sistema MEETS 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para hacerlo aplicable en nuestro sistema jurídico, sería necesaria la introducción de 
modificaciones a la Ley del Sector Eléctrico (LSE) para implantar el sistema que permita la 
contabilización de los ahorros energéticos, el sistema de facturación independiente de la energía 
ahorrada y la posibilidad de emitir sus correspondientes CAE.  
 
Greenward Partners está liderando un consorcio europeo para desarrollar un proyecto Horizonte 
2020 desde el que llevar a cabo varios pilotos del esquema MEETS en España, Italia, Portugal y 
Europa del Este, lo cual permitiría después su difusión rápida y general por el resto de Europa. 
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4. Conclusiones  
 
 
Greenward confía en un desarrollo ágil, acelerado y ambicioso de la legislación sobre eficiencia 

energética en el mundo de la edificación, tanto a nivel europeo como español, y aspira a 

posicionarse como un actor relevante del cambio colaborando con las Administraciones en el 

alineamiento de dichas regulaciones hacia una mayor y más efectiva participación del capital 

privado.  

En este sentido, Greenward aboga por que las Administraciones Públicas tengan en consideración 

en la elaboración de sus políticas y normativas lo siguiente:  

• Es esencial reducir el riesgo percibido en los proyectos de eficiencia energética para 

estimular la entrada de financiación privada. En esta línea se inscribe la propuesta 

normativa de dar carta de naturaleza a la Hipoteca Verde, y la necesaria reforma de la Ley 

de Propiedad Horizontal con el objetivo de clarificar y favorecer la financiación a 

comunidades de propietarios en materia de renovación energética de edificios. 

• El apoyo público debe materializarse también en esquemas de coparticipación público-

privada que contribuyan a generar el marco de confianza institucional que la actividad 

requiere. El Programa de Activación de Capital Ecológico en edificios o Sistema PACE es 

una historia clara de éxito en todos los países que se ha establecido (EE.UU., Australia y 

Canadá), convirtiéndose en un sistema que ha favorecido la cercanía del ciudadano a su 

Administración Local. 

• Es preciso poner precio a la eficiencia energética. La energía más barata es la que no se 

consume y no hay elemento motivador más efectivo del lado de la oferta que el 

establecimiento de precios dinámicos que reflejen los costes reales del sistema. Dar carta 

de naturaleza a los Certificados de Eficiencia o Certificados de Ahorro Energético (CAE) no 

solo permitiría el desarrollo de un potencial mercado de cientos de millones de euros 

anuales, sino que además alinearía más eficientemente los objetivos de política pública 

con resultados objetivables y con el menor y más inteligente uso de recursos públicos.  
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I. Introducción: planteamiento y objeto de esta nota 

A. Planteamiento 

1. La consecución de los objetivos de ahorro de energía final se configura como 
una obligación impuesta a los Estados miembros de la Unión Europea tal y como 
se deriva del artículo 7 de la Directiva de Eficiencia Energética. 

2. En concreto, la Directiva de Eficiencia Energética obliga a los Estados 
miembros a acreditar la consecución de un objetivo de ahorro acumulado de 
energía final en el período comprendido, primero, entre el 1 de enero de 2014 y 
el 31 de diciembre de 2020, y segundo, entre el 1 de enero de 2021 y el 31 de 
diciembre de 20301.  

3. Asimismo, debe destacarse que el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima, 
contempla la consecución de un objetivo en el año 2030 de 39,5% de mejora de 
la eficiencia energética. 

4. Por otro lado, la adopción de medidas de eficiencia energética requiere unas 
inversiones iniciales significativas que necesitan de una adecuada financiación. 

5. En este sentido, el considerando (16) de la Directiva (UE) 2018/844 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se 
modifica la Directiva de Eficiencia Energética destaca que “los mecanismos 
financieros, los incentivos y la movilización de las instituciones financieras para 
las renovaciones de los edificios en materia de eficiencia energética deben tener 
un papel central en las estrategias nacionales de renovación a largo plazo y 
contar con la promoción activa de los Estados miembros. Esto debe incluir el 
fomento de las hipotecas que tengan en cuenta la eficiencia energética para las 
renovaciones de edificios cuya eficiencia energética esté certificada, la 
promoción de las inversiones por parte de las autoridades públicas en un 
parque inmobiliario eficiente en el uso de la energía, por ejemplo a través de 
asociaciones público-privadas o de contratos facultativos de rendimiento 
energético, la reducción del riesgo percibido de las inversiones, la provisión de 
herramientas de asesoramiento accesibles y transparentes y de instrumentos de 
ayuda como las ventanillas únicas que prestan servicios de renovación 
energética integrada, así como la aplicación de otras medidas e iniciativas, 
tales como las mencionadas en la iniciativa «Financiación Inteligente para 
Edificios Inteligentes» de la Comisión Europea”. 

6. En este contexto, se presenta como alternativa para sufragar los costes de las 
mejoras de eficiencia energética en edificios residenciales o comerciales, la 
denominada financiación Property Assessed Clean Energy o “Programa para la 
Activación de Capital Ecológico en Edificios” (“PACE”). 

 
1Este objetivo acumulado de ahorro de energía final asciende a 15.979 ktep para el primer período. Para el 
segundo, equivale a 36.809 ktep, lo que supone la consecución de ahorros nuevos y adicionales cada año, 
desde el 1 de enero de 2021 hasta el 31 de diciembre de 2030, equivalentes a 669 ktep/año. 
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7. Así, por medio de la financiación PACE se busca permitir a los propietarios de 
los inmuebles, asociaciones, comunidades de vecinos y entidades sin ánimo de 
lucro, obtener financiación a largo plazo para mejoras de eficiencia energética, 
de conservación de agua y su uso y de almacenamiento de energías renovables 
en inmuebles ya construidos o en construcción. 

8. No obstante, debido a sus especiales características, la implementación de la 
financiación PACE, requiere el desarrollo de un marco normativo especifico que 
permita su eventual encaje en el ordenamiento jurídico español. En este 
contexto, debe destacarse que el artículo 19 del Anteproyecto de Ley de Cambio 
Climático y Transición Energética2 prevé de manera específica la consideración 
del cambio climático en la planificación y gestión del desarrollo urbano, la 
edificación y las infraestructuras de transporte, lo que constituye una habilitación 
para la adopción de distintas medidas que permitan mejorar la eficiencia 
energética, y fomentar el uso de energía procedente de fuentes renovables3.  

9. Por otra parte, el sistema nacional de obligaciones de eficiencia energética 
asigna a las empresas comercializadoras de gas y electricidad, a los operadores 
de productos petrolíferos al por mayor y a los operadores de gases licuados de 
petróleo al por mayor una cuota anual de ahorro energético denominada 
obligación de ahorro. 

10. Para el cumplimiento de esta obligación de ahorro, los sujetos obligados deben 
realizar una contribución financiera anual al Fondo Nacional de Eficiencia 
Energética, por el importe resultante de multiplicar su obligación de ahorro 
anual por la equivalencia financiera que se establezca. Alternativamente, la 
normativa aplicable prevé la posibilidad de que reglamentariamente se articule 
un mecanismo de acreditación de la consecución de una cantidad de ahorro 
energético equivalente al cumplimiento de las obligaciones del sistema, 
mecanismo que se basará en la presentación de Certificados de Ahorro 
Energético (“CAE”). No obstante, esta alternativa no ha sido desarrollada. 

 
2 Redacción hecha pública por el Ministerio para la Transición Ecológica en: 

https://www.miteco.gob.es/es/cambio-climatico/participacion-publica/1anteproyectoleyccyte_tcm30-
487336.pdf 

3 En concreto, el tenor literal del artículo es el siguiente: 

“Artículo 19. Consideración del cambio climático en la planificación y gestión del desarrollo urbano, la 
edificación y las infraestructuras del transporte. 

La planificación y gestión del desarrollo urbano, la edificación y las infraestructuras de transporte, a 
efectos de su adaptación a los efectos del cambio climático, perseguirán los siguientes objetivos: 

a) En coherencia con las demás políticas, la planificación del desarrollo urbano, la edificación y de las 
infraestructuras de transporte deberá considerar en su elaboración los riesgos derivados de cambio 
climático. 

b) Deberá integrarse en la planificación y gestión del desarrollo urbano, la edificación y las 
infraestructuras de transporte su adaptación y resiliencia al cambio climático. 

c) Deberán adecuarse las instrucciones de cálculo y diseño de la edificación y las infraestructuras de 
transporte a los efectos derivados del cambio climático.” 
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11. En este contexto, Greenward Partners S.L. (el “Cliente”) ha solicitado al 
Despacho la elaboración de una nota en la que se analice el eventual encaje 
jurídico que podrían tener la financiación PACE y el sistema de CAE, en el 
ordenamiento jurídico español. En el mismo contexto, se solicita el análisis del 
eventual encaje en el ordenamiento jurídico español del sistema MEETS. 

B. Objeto y estructura de esta nota 

12. Esta nota tiene por objeto examinar las alternativas de implementación de la 
financiación PACE en el ordenamiento jurídico español, así como el análisis de 
la posibilidad de implementar un sistema de CAE y un sistema MEETS. 

13. Para dar respuesta a las cuestiones planteadas, la presente nota se articula con 
arreglo a la siguiente estructura: 

(i) En primer lugar, se expondrán las características de la financiación 
PACE, exponiendo en qué consiste, cuáles son sus objetivos y qué 
beneficios presenta para sus intervinientes. 

(ii) Seguidamente, se analizarán las alternativas que se proponen para su 
implementación en el ordenamiento jurídico español y las 
modificaciones normativas que deben llevarse a cabo en cada uno de los 
supuestos. 

(iii) Por último, se expondrá el sistema de CAE y MEETS y la posibilidad de 
implementarlo en el ordenamiento jurídico español. 

II. Sistema de financiación PACE 

A. Descripción y objetivos de la financiación PACE  

14. La financiación PACE es un mecanismo de financiación de las obras o reformas 
de eficiencia energética a acometer en bienes inmuebles (principalmente 
edificios) que persigue fomentar las inversiones en eficiencia energética y 
soluciones renovables facilitando y abaratando el acceso a la financiación. 

15. El principal objetivo de la financiación PACE es la creación de un mecanismo 
que, por un lado (i) permita a los propietarios de inmuebles, ya sean particulares, 
asociaciones, comunidades de vecinos o entidades sin ánimo de lucro, obtener 
una financiación a largo plazo para mejoras de eficiencia energética, de 
conservación y uso del agua y de almacenamiento de energías renovables en 
edificios, a la que se haga frente mediante los ahorros obtenidos y, por otro, (ii) 
otorgue las garantías adecuadas a la parte financiadora sobre la recuperación de 
la inversión, de manera que ello redunde en una mejora de las condiciones de 
financiación para el beneficiario. 

16. En esencia, se trata de un modelo de financiación que, para poder ser implantado 
en el ordenamiento jurídico español, necesita del desarrollo de un marco 
normativo específico, teniendo en cuenta las características que presenta. 
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17. En términos generales, la financiación PACE se estructura del siguiente modo: 

(i) Mediante fondos de origen privado se procede a la financiación de mejoras 
de eficiencia energética en edificios a través del otorgamiento de una 
financiación a los propietarios de los mismos.  

(ii) Las entidades locales forman parte del sistema de financiación PACE y 
pueden intervenir de una doble manera (i) mediante la emisión de bonos 
para obtener los fondos privados que se destinan a los propietarios de los 
edificios o (ii) mediante el cobro de una prestación patrimonial pública no 
tributaria que se destinan al pago de las cuotas de la financiación. 

(iii) La financiación que se otorga a los propietarios para las actuaciones de 
eficiencia energética está vinculado al inmueble de modo que su 
devolución está garantizada por el valor del mismo. Esto es, la obligación 
de devolución de la inversión se encuentra ligada al inmueble de modo que 
en el caso de venta o ejecución por impago, se traspasa con el mismo sin 
acelerar la deuda y sin necesidad de renegociación o trámite bancario 
alguno4. Es decir, no constituye un crédito personal al propietario del 
inmueble. 

(iv) Las cuotas de devolución de la financiación PACE se configuran como 
una “contribución” que giran las entidades locales a efectos de su cobro. El 
pago efectivo de estas contribuciones se garantiza por medio de derechos 
de garantía real sobre el inmueble, gozando estas cargas de preferencia 
frente a otras cargas del inmueble y durante el periodo de vigencia de la 
financiación PACE. 

(v) En el caso de financiaciones otorgadas por un financiador privado, la 
entidad local se encarga de ingresar al financiador privado el importe de 
las contribuciones cobradas de los propietarios.  

18. Las características principales de la financiación PACE, son las siguientes: 

(i) Financiación a largo plazo e interés fijo con pagos anuales, semestrales o 
trimestrales a elección del prestatario y sin cuota final. 

(ii) Plazos de 20 o 30 años en función de la vida útil del proyecto. 

(iii) Financiación del 100% del coste total del proyecto incluyendo toda clase 
de comisiones, estudios, auditorias, trámites, autorizaciones, informes etc. 
sin tener que realizar un pago anticipado. 

(iv) Financiación hasta un límite del 20% del valor del edificio. 

19. De lo anterior resulta que el sistema PACE se implementa a través de fondos 
privados procedentes de un financiador privado habilitado para actuar en el 
sistema PACE que pueden captarse, bien directamente por la entidad local 

 
4 Sólo por la cuotas pendientes de cobro. 
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mediante la emisión de bonos, bien directamente por los propietarios de los 
edificios. En ambos casos, el pago de las cuotas de la financiación se realiza a 
través de la creación de una prestación patrimonial pública no tributaria que 
recauda la entidad local. 

B. Beneficios para los intervinientes 

20. La financiación PACE presenta una serie de ventajas y de beneficios para (i) los 
propietarios de los edificios, que buscan la financiación para acometer las 
mejoras de eficiencia energética; (ii) los financiadores privados, por las garantías 
que presenta; y (iii) las entidades locales, al permitir la contribución a los 
objetivos de descarbonización mediante la adopción de medidas de eficiencia 
energética.5 

21. En cuanto a los propietarios de los edificios, el sistema PACE, al tener por 
objeto facilitar la inversión en obras o mejoras de eficiencia energética, permite 
generar un ahorro en la factura energética de los propietarios, ahorro que a su 
vez supone que las inversiones se realicen a coste cero en la medida en que las 
cuotas a satisfacer para la devolución de la inversión se financian con los ahorros 
obtenidos. Adicionalmente, el incremento de la eficiencia energética de los 
edificios implica un incremento de su valor para propósitos de venta o de 
alquiler. 

22. Desde el punto de vista de los financiadores privados, el sistema PACE otorga 
una serie de garantías que redundan en la seguridad de la inversión. De este 
modo, mediante la afección de los inmuebles al pago de la financiación se 
garantiza el recobro del capital inicial y los intereses, lo que permite ofertar unas 
condiciones de financiación a un coste menor. 

23. La afección de los inmuebles al pago de la financiación PACE implica que, en el 
caso de venta de la propiedad, la obligación de pago de la contribución hasta la 
completa liquidación de la inversión se transmite el nuevo propietario, como una 
carga real sobre el inmueble. 

24. Y por último, en relación con las ventajas y beneficios que la financiación PACE 
presenta para los entidades locales, debe señalarse que la misma permite 
contribuir a la consecución de los objetivos de descarbonización a través de la 
implementación de medidas de eficiencia energética y, al mismo tiempo, 
contribuye a la restauración y rehabilitación de edificios antiguos, promoviendo 
colateralmente la creación empleo.  

 

 

 
5Vid Borrador Actualizado del Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030, de fecha 20 de 
enero de 2020, hecho público por el Ministerio para la Transición Ecológica con motivo del trámite de 
observaciones del Estudio Ambiental Estratégico. Puede consultarse en:   
https://www.miteco.gob.es/images/es/pniec_2021-2030_borradoractualizado_tcm30-506491.pdf .  
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III. Mecanismos que pueden articularse para el encaje jurídico de la 
financiación PACE  

25. Como ya hemos mencionado, los fondos privados a través de los cuales se 
implementa la financiación PACE se pueden obtener por los propietarios de los 
edificios a través de un financiador privado autorizado para participar en el 
sistema PACE o por las entidades locales mediante la emisión de deuda pública, 
ya sean bonos u obligaciones.  

26. Por ello, la implementación de la financiación PACE en el ordenamiento 
jurídico español, podría articularse por medio de dos vías:  

(i) En la primera vía, la entidad local obtiene fondos privados a través de la 
emisión de bonos. El capital privado obtenido a través de estas emisiones 
se emplea para financiar las mejoras de eficiencia energética de los 
inmuebles por medio de una financiación a los propietarios. Dicha 
financiación se reintegra, en el plazo convenido, a través del pago de una 
contribución específicamente creada al efecto o mediante un incremento 
o recargo en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (“IBI”). 

(ii) En la segunda vía, el financiador privado autorizado otorga la 
financiación destinada a mejoras de eficiencia energética directamente a 
los propietarios de los inmuebles. La entidad local asegura su cobro 
mediante la recaudación de las contribuciones específicamente creadas al 
efecto o a través de la recaudación del IBI, ingresando al financiador 
privado las cantidades correspondientes. 

27. A continuación, se analizan cada una de estas dos vías, atendiendo a sus 
características, sus requisitos y su eventual encaje en el ordenamiento jurídico.  

A. La entidad local obtiene fondos privados por medio de la emisión de 
bonos cuyo producto se utiliza para financiar las actuaciones de 
eficiencia energética mediante el otorgamiento de una financiación a 
los propietarios 

28. Por medio de este mecanismo, la financiación PACE supone el otorgamiento por 
parte de la entidad local de la financiación al propietario del inmueble.  

29. Los fondos necesarios para el otorgamiento de la financiación se obtienen por la 
entidad local de entidades financieras habilitadas para participar en el sistema 
PACE que adquieren los bonos emitidos por la entidad local. Las financiaciones 
otorgadas deben destinarse exclusivamente a la realización de actuaciones de 
eficiencia energética, ahorro de agua, autoconsumo, almacenamiento y 
adaptaciones estructurales en zonas sísmicas. 

30. La financiación se devuelve por medio de una contribución específicamente 
creada al efecto o mediante el destino de un porcentaje en el IBI.  
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31. Para que este mecanismo pueda articularse es necesario analizar, en primer 
término, las siguientes cuestiones: 

(i) Los requisitos para que una entidad local pueda emitir deuda pública 
mediante bonos. 

(ii) Los requisitos para que la entidad local pueda otorgar la financiación a 
los propietarios de los inmuebles. 

A.1. Requisitos para la emisión de bonos 

32. En primer lugar, debemos atender al régimen jurídico aplicable al 
endeudamiento de las entidades locales y la posibilidad de emitir bonos. 

33. La Disposición Adicional decimocuarta del Real Decreto Ley 20/2011, de 30 de 
marzo, de Medidas Urgentes en materia Presupuestaria, Tributaria y Financiera 
para la Corrección del Déficit Público, fue dotada de vigencia indefinida por 
Disposición Final trigésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, con el siguiente texto: 

“Las Entidades Locales y sus entidades dependientes clasificadas en el 
sector Administraciones Públicas, de acuerdo con la definición y 
delimitación del Sistema Europeo de Cuentas, que liquiden el ejercicio 
inmediato anterior con ahorro neto positivo, calculado en la forma que 
establece el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, podrán concertar nuevas operaciones de crédito a largo plazo para 
la financiación de inversiones, cuando el volumen total del capital vivo no 
exceda del 75 por ciento de los ingresos corrientes liquidados o devengados 
según las cifras deducidas de los estados contables consolidados, con 
sujeción, en su caso, al Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y a la Normativa de Estabilidad Presupuestaria. 

Las Entidades Locales que tengan un volumen de endeudamiento que, 
excediendo al citado en el párrafo anterior, no supere al establecido en el 
artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
podrán concertar operaciones de endeudamiento previa autorización del 
órgano competente que tenga atribuida la tutela financiera de las 
entidades locales. 

Las entidades que presenten ahorro neto negativo o un volumen de 
endeudamiento vivo superior al recogido en el artículo 53 del Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, no podrán concertar 
operaciones de crédito a largo plazo. 

Para la determinación de los ingresos corrientes a computar en el cálculo 
del ahorro neto y del nivel de endeudamiento, se deducirá el importe de los 
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ingresos afectados a operaciones de capital y cualesquiera otros ingresos 
extraordinarios aplicados a los capítulos 1 a 5 que, por su afectación legal 
y/o carácter no recurrente, no tienen la consideración de ingresos 
ordinarios. 

A efectos del cálculo del capital vivo, se considerarán todas las operaciones 
vigentes a 31 de diciembre del año anterior, incluido el riesgo deducido de 
avales, incrementado, en su caso, en los saldos de operaciones formalizadas 
no dispuestos y en el importe de la operación proyectada. En ese importe no 
se incluirán los saldos que deban reintegrar las Entidades Locales 
derivados de las liquidaciones definitivas de la participación en tributos del 
Estado. 

Las Entidades Locales pondrán a disposición de las entidades financieras 
que participen en sus procedimientos para la concertación de operaciones 
de crédito, el informe de la Intervención local regulado en el apartado 2 del 
artículo 52 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, en el que se incluirán los cálculos que acrediten el cumplimiento 
de los límites citados en los párrafos anteriores y cualesquiera otros ajustes 
que afecten a la medición de la capacidad de pago, así como el 
cumplimiento, en los casos que resulte de aplicación, de la autorización 
preceptiva regulada en el artículo 53.5 de la citada norma y en el artículo 
20 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, pudiendo las entidades 
financieras, en su caso, modificar o retirar sus ofertas, una vez conocido el 
contenido del informe.” [El subrayado y la negrita son nuestros] 

34. Asimismo, el artículo 20.2 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (“Ley Orgánica 2/2012”) 
y para las entidades locales comprendidas en el ámbito subjetivo de los artículos 
1116 y 1357 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 

 
6 El artículo 111 TRLRHL dispone lo siguiente: 

“Con el alcance y condiciones establecidas en este capítulo, se cede en la proporción establecida en 
el artículo 112 el rendimiento obtenido por el Estado en los impuestos relacionados en aquel, en 
favor de los municipios en los que concurra alguna de las siguientes condiciones: 

a) Que sean capitales de provincia, o de comunidad autónoma, o 

b) Que tengan población de derecho igual o superior a 75.000 habitantes. A estos efectos, se 
considerará la población resultante de la actualización del Padrón municipal de habitantes vigente a 
la entrada en vigor del modelo regulado en la presente sección.” 

7 El artículo 135 TRLRHL dispone lo siguiente: 

“Con el alcance y condiciones establecidas en este capítulo, se cede en la proporción establecida en 
el artículo 136 de esta ley el rendimiento obtenido por el Estado en los impuestos relacionados en 
aquel, en favor de las provincias así como de las comunidades autónomas uniprovinciales que, a la 
entrada en vigor de esta ley, no hubiesen integrado su participación en tributos del Estado como 
entidad análoga a las provincias en la que les pudiere corresponder con arreglo a su naturaleza 
institucional como comunidad autónoma”. 
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aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
(“TRLRHL”), establece: 

“En los supuestos de incumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria o de deuda pública de las Corporaciones Locales incluidas 
en el ámbito subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, todas las 
operaciones de endeudamiento a largo plazo de la corporación Local 
incumplidora, precisarán autorización del Estado o en su caso de la 
Comunidad Autónoma que tenga atribuida la tutela financiera”. [El 
subrayado y la negrita son nuestras] 

35. Adicionalmente, el artículo 17 de la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por 
la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en 
la Ley Orgánica 2/2012, dispone lo siguiente: 

“En el plazo máximo de un mes desde que se suscriba, cancele o 
modifique, una operación de préstamo, crédito o emisiones de deuda, en 
todas sus modalidades, los avales y garantías prestados en cualquier clase 
de crédito, las operaciones de arrendamiento financiero, así como 
cualesquiera otras que afecten a la posición financiera futura, concertadas 
por las Corporaciones Locales o sus entidades dependientes incluidas en el 
ámbito subjetivo de esta Orden, se comunicará al Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Publicas las condiciones de la operación y su cuadro 
de amortización”. [El subrayado y la negrita son nuestros] 

36. En base a la normativa expuesta, las entidades locales requerirán autorización 
preceptiva para la formalización de operaciones de endeudamiento en los casos 
que se indican en el artículo 53.5 TRLRHL que dispone: 

“En todo caso precisarán de la autorización del Ministerio de Hacienda 
las operaciones de crédito a corto y largo plazo, la concesión de avales, y 
las demás operaciones que modifiquen las condiciones contractuales o 
añadan garantías adicionales, con o sin intermediación de terceros, en los 
siguientes casos: 

a) Las que se formalicen en el exterior o con entidades financieras no 
residentes en España, cualquiera que sea la divisa que sirva de 
determinación del capital de la operación proyectada, incluidas las 
cesiones a entidades financieras no residentes de las participaciones, que 
ostenten entidades residentes, en créditos otorgados a las entidades locales, 
sus organismos autónomos y los entes y sociedades mercantiles 
dependientes, que presten servicios o produzcan bienes que no se financien 
mayoritariamente con ingresos de mercado. 

b) Las que se instrumenten mediante emisiones de deuda o cualquier otra 
forma de apelación al crédito público, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 
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En relación con lo que se prevé en el párrafo a) anterior, no se 
considerarán financiación exterior las operaciones denominadas en euros 
que se realicen dentro del espacio territorial de los países pertenecientes a 
la Unión Europea y con entidades financieras residentes en alguno de 
dichos países. Estas operaciones habrán de ser, en todo caso, comunicadas 
previamente al Ministerio de Hacienda.” 

37. Además, requerirá de la autorización preceptiva del órgano que ejerza la tutela 
financiera (Estado o Comunidades Autónomas), la formalización de operaciones 
de endeudamiento a largo plazo para aquellas entidades locales incluidas en el 
ámbito subjetivo del artículo 111 y 135 TRLRHL cuando hayan incumplido los 
objetivos fijados por el artículo 20.2 de la Ley Orgánica 2/2012. 

38. Por su parte, la Disposición Final trigésima primera de la LPGE 2013, establece 
en su párrafo tercero la necesidad de autorización preceptiva en el siguiente 
caso: 

“las Entidades Locales que tengan un volumen de endeudamiento que 
excediendo al citado en el párrafo anterior, no supere al establecido en el 
artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
podrán concertar operaciones de endeudamiento previa autorización del 
órgano competente que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades 
locales”. 

39. Como consecuencia de todo lo anterior, la normativa establece una serie de 
requisitos y de límites de endeudamiento que deben respetarse por las entidades 
locales, requisitos y límites que condicionarán la posibilidad de implantar la 
financiación PACE por medio de dicha estructura. 

A.2. Requisitos para que la entidad local pueda conceder la financiación al 
propietario de los inmuebles 

40. Las financiaciones otorgadas por una entidad local en el marco del sistema 
PACE deben ser calificados como subvenciones, por lo que su otorgamiento 
debe regirse necesariamente por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones (“LGS”). 

41. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 LGS, se entiende por 
subvención toda disposición dineraria realizada por los sujetos contemplados en 
el artículo 3 de la LGS (entre los que se incluyen las entidades locales), a favor 
de personas públicas o privadas, y que cumpla con los siguientes requisitos: 

(i) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios. 

(ii) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la 
ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de 
un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la 
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concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las 
obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido. 

(iii) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por 
objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o 
de promoción de una finalidad pública. 

42. Pues bien, todas estas circunstancias concurren en el caso de las financiaciones8 
que se otorguen por las entidades locales al amparo del sistema PACE, pues: 

(i) No existe contraprestación de los beneficiarios en la medida en que se 
comprometen exclusivamente a la devolución de la cantidad prestada. 

(ii) La financiación está destinada al cumplimiento específico de un objetivo 
de mejora de eficiencia energética. 

(iii) Las mejoras de eficiencia energética que se llevan a cabo en los 
inmuebles constituye una actividad de utilidad pública o interés social en 
la medida en que redundan en la reducción del consumo energético, con 
el impacto positivo que ella genera en la consecución de los objetivos de 
descarbonización.  

43. Lo anterior determina que para el otorgamiento de estas financiaciones deben 
observarse las previsiones de la LGS. 

44. En este contexto, debe tenerse en cuenta que el artículo 8 LGS establece que los 
órganos de las Administraciones públicas o cualesquiera otros entes que 
propongan el establecimiento de subvenciones, con carácter previo, deberán 
concretar en un plan estratégico de subvenciones los objetivos y efectos que se 
pretenden con su aplicación, el plazo necesario para su consecución, los costes 
previsibles y sus fuentes de financiación, supeditándose en todo caso al 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria. 

45. Y de conformidad con el artículo 9 LGS, con carácter previo al otorgamiento de 
las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan las bases 
reguladoras de concesión en los términos establecidos en la LGS. Las bases 
reguladoras de cada tipo de subvención se publicarán en el Boletín Oficial del 
Estado o en el diario oficial correspondiente.  

46. Adicionalmente, tal y como establece el artículo 22 LGS, el procedimiento 
ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia 
competitiva. A estos efectos, tendrá la consideración de concurrencia 
competitiva el procedimiento mediante el cual la concesión de las subvenciones 
se realiza mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de 
establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de 
valoración previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, y 

 
8 Debe notarse que las subvenciones pueden tener objeto la subsidiación de financiaciones, tal y como 
sucedería en el otorgamiento de una financiación PACE sin interés o a interés inferior al de mercado. 
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adjudicar, con el límite fijado en la convocatoria dentro del crédito disponible, 
aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los criterios. 

47. En definitiva, el otorgamiento de una subvención está sujeto a la aprobación de 
las normas que establezcan las bases reguladoras de la concesión de 
conformidad con los requisitos de la LGS, y a que se convoque un 
procedimiento de concurrencia competitiva. Esto requiere que la entidad local 
correspondiente apruebe las normas y convoque el procedimiento de 
concurrencia competitiva que permita la asignación de las financiaciones 
subvención a aquellos propietarios que, con arreglo a la convocatoria, resulten 
adjudicatarios. 

B. La financiación se otorga por el financiador privado directamente al 
propietario del inmueble y la entidad local garantiza la devolución 
mediante prestaciones patrimoniales públicas  

48. En esta segunda vía, la financiación se otorga directamente por el financiador 
privado al propietario del inmueble y la entidad local garantiza la devolución de 
las cuotas de la financiación mediante la creación y recaudación de prestaciones 
patrimoniales públicas y su posterior ingreso al financiador privado. 

49. Del mismo modo que sucedería en el supuesto anterior, el inmueble queda sujeto 
al pago de la inversión por medio de la afección real. 

50. La articulación de este mecanismo exige el análisis de las siguientes cuestiones: 

B.1. Requisitos para la creación de un mecanismo específico para el pago de la 
financiación a través de un sistema de prestaciones patrimoniales públicas 

51. El pago por parte del propietario del inmueble de la financiación obtenida para 
las mejoras de eficiencia energética se efectúa a través del pago de una 
contribución específica creada al efecto (prestación patrimonial pública no 
tributaria) o bien a través de un incremento anual o recargo del IBI (prestación 
patrimonial pública tributaria). 

52. En ambos casos, el mecanismo exige la intervención de la entidad local a quien 
corresponde la creación de la prestación patrimonial, su recaudación y posterior 
ingreso al financiador privado. 

B.1.1. Pago de la financiación a través de una contribución específica creada al 
efecto 

53. En este apartado debe analizarse, con carácter previo, la figura de las 
contribuciones especiales como prestación patrimonial pública de naturaleza 
tributaria y su diferencia con las prestaciones patrimoniales públicas no 
tributarias, a fin de determinar los distintos encajes que ofrece nuestro 
ordenamiento jurídico. 

54. En primer lugar, debe señalarse que las contribuciones especiales son tributos 
cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de un 
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beneficio o de un aumento de valor de sus bienes como consecuencia de la 
realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios 
públicos9. 

55. Esta categoría tributaria puede ser establecida por cualquiera de los diferentes 
niveles de la administración territorial de España: central, autonómica o local. 

56. En particular, el artículo 58 TRLRHL dispone lo siguiente: 

“Los ayuntamientos podrán establecer y exigir contribuciones especiales 
por la realización de obras o por el establecimiento o ampliación de 
servicios municipales, según las normas contenidas en la sección 4.ª del 
capítulo III del título I de esta ley.” 

57. De este modo, la normativa permite que la entidad local pueda establecer y 
exigir contribuciones especiales.  

58. Los sujetos pasivos de las contribuciones especiales son las personas físicas y 
jurídicas y las entidades especialmente beneficiadas por la realización de las 
obras o por el establecimiento o ampliación de los servicios. Así, en aquellas que 
se deriven de la realización de obras o establecimiento o ampliación de servicios 
que afecten a bienes inmuebles, el sujeto pasivo lo serían sus propietarios, que 
reciben la financiación. 

59. En cuanto a la base imponible, el artículo 31.1 TRLRHL señala lo siguiente: 

“La base imponible de las contribuciones especiales está constituida, como 
máximo, por el 90 por ciento del coste que la entidad local soporte por la 
realización de las obras o por el establecimiento o ampliación de los 
servicios”. 

60. Es decir, de conformidad con el artículo 31.1 TRLRHL, al menos el 10% del 
coste de la obra o establecimiento o ampliación del servicio debe ser satisfecho 
por la Administración que corresponda. Una vez determinada la base imponible, 
ésta se repartirá entre los sujetos pasivos mediante la aplicación de unos 
módulos o criterios, obteniendo la cuota a abonar por cada sujeto. 

61. Además, el artículo 32 TRLRHL señala que, con carácter general, se aplicarán 
conjunta o separadamente, como módulos de reparto, los metros lineales de 
fachada de los inmuebles, su superficie, su volumen edificable y el valor 
catastral a efectos del IBI. 

62. Por todo ello, las contribuciones especiales se ajustan en cierta medida al 
mecanismo de recobro de las cuotas que propone la financiación PACE ya que 
(i) pueden imponerse por las entidades locales, (ii) responden a la realización de 
una obra o servicio, que si bien no son municipales sí revisten un interés público, 
(iii) y recaen sobre la persona especialmente beneficiada por dicha obra o 
servicio. 

 
9 Artículo 2.2.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
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63. Sin embargo, debe destacarse que la norma configura las contribuciones 
especiales como una prestación patrimonial pública de naturaleza tributaria, lo 
que supone que tiene una finalidad recaudatoria y se destina a financiar el gasto 
público, siendo por tanto su finalidad distinta a la de las contribuciones 
destinadas a la devolución de la inversión otorgada dentro del sistema de 
financiación PACE. 

64. Por ello, para poder emplear en la financiación PACE una contribución 
específica creada al efecto, se debe analizar la figura de las prestaciones 
patrimoniales públicas no tributarias. 

65. La Disposición Adicional primera LGT establece lo siguiente: 

“1. Son prestaciones patrimoniales de carácter público aquellas a las que 
se refiere el artículo 31.3 de la Constitución que se exigen con carácter 
coactivo. 

2. Las prestaciones patrimoniales de carácter público citadas en el 
apartado anterior podrán tener carácter tributario o no tributario. 

Tendrán la consideración de tributarias las prestaciones mencionadas en el 
apartado 1 que tengan la consideración de tasas, contribuciones especiales 
e impuestos a las que se refiere el artículo 2 de esta Ley. 

Serán prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario las 
demás prestaciones que exigidas coactivamente respondan a fines de interés 
general. 

En particular, se considerarán prestaciones patrimoniales de carácter 
público no tributarias aquellas que teniendo tal consideración se exijan 
por prestación de un servicio gestionado de forma directa mediante 
personificación privada o mediante gestión indirecta. 

En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación 
de obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión o sociedades 
de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital 
íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado” [El subrayado 
y la negrita son nuestros.] 

66. A este respecto, el TRLRHL, establece en el artículo 20, en su apartado seis, lo 
siguiente: 

“6. Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se 
perciban por la prestación de los servicios públicos a que se refiere el 
apartado 4 de este artículo, realizada de forma directa mediante 
personificación privada o mediante gestión indirecta, tendrán la condición 
de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario conforme a 
lo previsto en el artículo 31.3 de la Constitución. 
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En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación 
de obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades 
de economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital 
íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del 
Sector Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este 
apartado se regularán mediante ordenanza. Durante el procedimiento de 
aprobación de dicha ordenanza las entidades locales solicitarán informe 
preceptivo de aquellas Administraciones Públicas a las que el ordenamiento 
jurídico les atribuyera alguna facultad de intervención sobre las mismas.” 

67. Por lo tanto, las prestaciones patrimoniales públicas no tributarias se definen 
como contraprestaciones exigidas de manera coactiva por explotación de obras o 
prestación de servicios que respondan a fines de interés general, cuando se 
presten de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión 
indirecta.  

68. Partiendo de lo anterior, para poder configurar las contribuciones destinadas a la 
devolución de una financiación PACE como una prestación patrimonial pública 
no tributaria que se exija de manera coactiva por las entidades locales es preciso 
que concurran dos requisitos (i) que el servicio prestado responda a un fin de 
interés general y (ii) que la prestación del servicio se haga mediante una 
personificación privada o mediante gestión indirecta. Por lo que se refiere al 
cumplimiento del segundo de los requisitos, ya se ha indicado a lo largo del 
presente epígrafe que, tanto la financiación como la ejecución de las actuaciones 
de eficiencia energética en los inmuebles, se prevé que se lleven a cabo por 
entidades privadas específicamente habilitadas para participar en el sistema 
PACE.  

69. En cuanto al cumplimiento del primero de los requisitos, y a fin de justificar la 
finalidad de interés general de las actuaciones de eficiencia energética a 
acometer en los inmuebles, cabe acudir a la naturaleza de las obras a realizar, 
que no sólo representan un ahorro energético para los titulares de los inmuebles, 
sino que contribuyen a la consecución de los objetivos de ahorro de energía final 
y mejora de eficiencia energética a los que se alude en los puntos 2 a 5 de la 
presente nota. 

70. Ahondando en este carácter de interés general de las mejoras de eficiencia 
energética a acometer en los inmuebles10, cabe destacar como el PNIEC, dentro 
del apartado 2.2 “Dimensión de la Eficiencia Energética” señala: 

“En mayo de 2018, la Directiva 2018/844/UE ha modificado 
sustancialmente las Directivas 2010/31/UE y 2012/27/UE, introduciendo un 
nuevo artículo 2.bis en la Directiva 2010/31/UE relativo a la estrategia a 

 
10 Téngase en cuenta que el Acuerdo la Declaración del Gobierno ante la Emergencia Climática y 
Ambiental de 21 de enero de 2020 define unas líneas prioritarias de actuación entre las que se incorporan 
medidas que integran la variable del cambio climático en las políticas económicas, de consumo, de 
movilidad, de vivienda, de cooperación internacional, de educación o de salud.  
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largo plazo para apoyar la renovación de los parques nacionales de 
edificios residenciales y no residenciales, tanto públicos como privados. 
Ahora se ha establecido el nuevo objetivo de transformarlos en parques 
inmobiliarios con alta eficiencia energética y descarbonizados antes de 
2050, facilitando la transformación económicamente rentable de los 
edificios existentes en edificios de consumo de energía casi nulo.  

Estos objetivos de descarbonización del parque inmobiliario a 2050 son 
asumidos por este PNIEC. El mayor detalle relativo a hitos, indicadores y 
objetivos intermedios a 2030 y 2040 se incluirá en la ERESEE 2020, que se 
presentará, según establece la Directiva de Eficiencia Energética, antes del 
10 de marzo de 2020.” [La negrita es nuestra]   . 

71. Más concretamente, debe acudirse a la “Medida 2.6. Eficiencia energética en 
edificios existentes del sector residencial” del PNIEC que, al enumerar los 
mecanismos de actuación para la consecución de los objetivos perseguidos con 
la medida, alude a “Programas de financiación: Creación de instrumentos de 
financiación, a través de acuerdos de colaboración con entidades financieras, 
dirigidos a Comunidades de Propietarios, para favorecer la rehabilitación de 
sus edificios ya que pueden tener dificultades para encontrar dicha financiación 
en los canales ordinarios”. 

72. Acreditado, por tanto, que la contribución específica cumpliría con las notas 
definitorias de las prestaciones patrimoniales públicas no tributarias, se hace 
preciso adaptar la normativa reguladora a las necesidades concretas del sistema 
PACE, para lo que se propone la creación de una figura jurídica específica que 
podrá denominarse “Contribución PACE”.  

73. La creación de esta nueva contribución deberá hacerse mediante una norma con 
rango de ley. En el Anexo del presente informe se contiene una propuesta de 
redacción de los artículos a incluir en el TRLRHL.  

74. Estas “Contribuciones PACE” se articularían de modo que las entidades locales, 
una vez recaudado su importe, se encargarían de su ingreso a favor del 
financiador privado en concepto de devolución de la inversión. En el caso de que 
se opte por este mecanismo de financiación, podría valorarse la posibilidad de 
incluir una bonificación en la cuota del IBI derivada de la inversión en 
actuaciones de eficiencia energética en el inmueble11.  

B.1.2 Pago de la financiación a través de un incremento anual en el IBI 
 

11 Se trataría de una bonificación potestativa similar a la prevista en el artículo 74.5 TRLRHL según el 
cual “Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota 
íntegra del impuesto para los bienes inmuebles en los que se hayan instalado sistemas para el 
aprovechamiento térmico o eléctrico de la energía proveniente del sol. La aplicación de esta bonificación 
estará condicionada a que las instalaciones para producción de calor incluyan colectores que dispongan 
de la correspondiente homologación por la Administración competente. Los demás aspectos sustantivos y 
formales de esta bonificación se especificarán en la ordenanza fiscal”. También se podría contemplar una 
modificación en el TRLRHL que habilite a las entidades locales para aprobar una bonificación potestativa 
de hasta el 95% en el IBI para las comunidades de propietarios en situación de pobreza energética, que 
decidan acometer actuaciones de eficiencia energética en inmuebles.  
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75. Otra modalidad para exigir el cobro de las cuotas de la financiación PACE a 
través de las entidades locales, es mediante un incremento anual en el IBI y ello 
justificado en el incremento de valor que experimenta el bien inmueble como 
consecuencia de las actuaciones de eficiencia energética que han sido 
financiadas a través de la inversión otorgada dentro del sistema PACE. 

76. En este sentido, el TRLRHL regula el IBI y lo define, en el artículo 60, como un 
“tributo directo de carácter real que grava el valor de los bienes inmuebles en 
los términos establecidos en esta ley”.  

77. Por su parte, el artículo 65 TRLRHL establece que la base imponible de este 
impuesto estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles, que se 
determinará, notificará y será susceptible de impugnación conforme a lo 
dispuesto en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario. 

78. Por ello, toda vez que la base imponible del impuesto responde al valor catastral 
del inmueble, es necesario para poder incrementar anualmente su importe, 
justificar un aumento de valor del mismo como consecuencia de las mejoras de 
eficiencia energética que se realicen y para ello, sería necesario proceder a la 
modificación de las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario a fin de 
determinar los requisitos sustantivos y procedimentales necesarios para que las 
mejoras en eficiencia energética puedan tener su adecuado reflejo en el valor 
catastral del inmueble. 

79. Paralelamente, debería articularse el procedimiento para permitir que el 
porcentaje del incremento del IBI que sea directamente imputable al aumento del 
valor catastral por las actuaciones de eficiencia energética, se destine al pago de 
la devolución de la financiación otorgada por el financiador privado. 

80. La complejidad técnica que comporta el mecanismo anterior, podría evitarse 
acudiendo a otra posibilidad que ofrece el TRLRHL y que se presenta, a nuestro 
juicio, como una solución más idónea o al menos de menor complejidad. 

81. En concreto nos estamos refiriendo a la posibilidad de crear un recargo similar al 
“recargo por inmuebles urbanos de uso residencial desocupados con carácter 
permanente” que se prevé en el artículo 72 TRLRHL. 

82. En concreto, señala el apartado 4 del citado artículo 72 TRLRHL lo siguiente: 

“4. Dentro de los límites resultantes de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, los ayuntamientos podrán establecer, para los bienes 
inmuebles urbanos, excluidos los de uso residencial, tipos diferenciados 
atendiendo a los usos establecidos en la normativa catastral para la 
valoración de las construcciones. Cuando los inmuebles tengan 
atribuidos varios usos se aplicará el tipo correspondiente al uso de la 
edificación o dependencia principal. 

Dichos tipos solo podrán aplicarse, como máximo, al 10 por ciento de 
los bienes inmuebles urbanos del término municipal que, para cada uso, 
tenga mayor valor catastral, a cuyo efecto la ordenanza fiscal del 
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impuesto señalará el correspondiente umbral de valor para todos o cada 
uno de los usos, a partir del cual serán de aplicación los tipos 
incrementados. 

Tratándose de inmuebles de uso residencial que se encuentren 
desocupados con carácter permanente, los ayuntamientos podrán exigir 
un recargo de hasta el 50 por ciento de la cuota líquida del impuesto. 
Dentro de este límite, los ayuntamientos podrán determinar mediante 
ordenanza fiscal un único recargo o varios en función de la duración 
del período de desocupación del inmueble. 

El recargo, que se exigirá a los sujetos pasivos de este tributo, se 
devengará el 31 de diciembre y se liquidará anualmente por los 
ayuntamientos, una vez constatada la desocupación del inmueble en tal 
fecha, juntamente con el acto administrativo por el que esta se declare. 

A estos efectos tendrá la consideración de inmueble desocupado con 
carácter permanente aquel que permanezca desocupado de acuerdo con 
lo que se establezca en la correspondiente normativa sectorial de 
vivienda, autonómica o estatal, con rango de ley, y conforme a los 
requisitos, medios de prueba y procedimiento que establezca la 
ordenanza fiscal. En todo caso, la declaración municipal como inmueble 
desocupado con carácter permanente exigirá la previa audiencia del 
sujeto pasivo y la acreditación por el Ayuntamiento de los indicios de 
desocupación, a regular en dicha ordenanza, dentro de los cuales 
podrán figurar los relativos a los datos del padrón municipal, así como 
los consumos de servicios de suministro.” [La negrita es nuestra] 

83. Pues bien, de manera análoga a lo previsto en el artículo que acaba de 
transcribirse, se propone la creación de un recargo sobre el Impuesto sobre los 
Bienes Inmuebles que los ayuntamientos podrán exigir para hacer frente a las 
cuotas de devolución de las financiaciones otorgadas en el marco de un sistema 
PACE. 

84. En el Anexo del presente informe se contiene una propuesta de redacción de los 
artículos a incluir en el TRLRHL.  

B.2  Relación entre el financiador y la entidad local: convenio de colaboración 

85. Como ya se ha indicado, la financiación PACE exige la intervención de la 
entidad local a quien corresponde la creación de la prestación patrimonial, ya sea 
una contribución especial o un recargo sobre el IBI, su recaudación y posterior 
ingreso al financiador privado. 

86. Resulta necesario dotar un instrumento jurídico a través del cual se articule la 
relación entre la entidad local y el financiador privado, en virtud del cual la 
entidad local asuma la obligación de cobro de la prestación pública que se haya 
diseñado y posterior ingreso al financiador privado. 
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87. Para articular esta relación entre el financiador privado y la entidad local, se 
considera como figura jurídica más adecuada el convenio de colaboración. 

88. En relación con la figura jurídica de los convenios de colaboración, el artículo 
47 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector público 
(“Ley 40/2015”) establece lo siguiente: 

“Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las 
Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de 
derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas 
entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común”. 

89. Partiendo de esta definición, se propone la suscripción de un convenio o acuerdo 
en virtud del cual la entidad local recauda del propietario del edificio las 
prestaciones patrimoniales públicas que se hayan aprobado para el pago de las 
cuotas de la financiación y, posteriormente, procede al ingreso de su importe a 
favor del financiador privado. 

90. Se propone la creación de una modalidad convencional especial, excluida del 
ámbito de aplicación de la Ley 40/2015 y, por tanto, con un régimen jurídico 
propio para garantizar con mayor seguridad la implantación de la financiación 
PACE de modo que pueda ajustarse lo máximo posible a las características que 
presenta. Para ello sería necesario la regulación por medio de una norma con 
rango de ley de esta modalidad convencional que podría denominarse “Convenio 
de Financiación PACE”. En el Anexo I del presente informe se propone una 
propuesta de redacción normativa para la regulación específica tanto de la 
“Contribución Pace” como del “Recargo PACE” en los que se incluye la 
referencia a los “Convenios de Financiación PACE” con la previsión específica 
de que se excluyan del ámbito de aplicación de la Ley 40/2015. 

C. Afección real del inmueble al pago de la financiación PACE 

91. Una de las características principales de la financiación PACE y que constituye 
una ventaja respecto de otras financiaciones, es la afección del bien a la 
devolución de la financiación. Dicha afección real se consigue a través de la 
constitución de una hipoteca legal tácita. 

92. En este sentido, el artículo 78 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria (“LGT”) regula la hipoteca legal tácita y señala lo siguiente: 

“En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos 
inscribibles en un registro público o sus productos directos, ciertos o 
presuntos, el Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales 
tendrán preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque 
éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas devengadas y 
no satisfechas correspondientes al año natural en que se exija el pago y al 
inmediato anterior”. 
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93. Es decir, la LGT permite que las distintas administraciones públicas obtengan 
preferencia para el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas respecto de 
cualquier otro acreedor, en aquellos tributos que graven periódicamente los 
bienes inmuebles, como puede ser el IBI. 

94. La configuración de una hipoteca legal tácita en garantía de la financiación 
PACE, similar a la prevista en el artículo 78 LGT, dotaría de una mayor 
protección al financiador privado, que verá garantizado el cobro de las 
prestaciones patrimonial creadas para la satisfacción de las cuotas de la 
financiación por medio de la afección del inmueble pues ello supone que la 
entidad local goza de una preferencia en su cobro respecto de cualquier otro 
acreedor, en caso de impago. Esto constituye uno de los elementos definitorios 
de la financiación PACE, ya que supone una garantía para el financiador que 
minimiza el riesgo en caso de impago.  

95. Para la constitución de esta hipoteca legal tácita es necesaria su regulación 
mediante una norma con rango de ley en la que se prevea la afección real del 
inmueble tanto si la financiación PACE se ha suscrito por el propietario del 
mismo como si lo ha sido por la comunidad de propietarios en régimen de 
propiedad horizontal de la que forma parte el piso o local. En el Anexo I se 
incluye la concreta propuesta de redacción de los artículos a incluir en la LGT. 

D. Análisis especial de las comunidades de propietarios 

96. En este punto, debe analizarse de manera particular la situación de las 
comunidades de propietarios a los efectos de su participación en los sistemas de 
financiación PACE. 

97. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que la participación en un sistema de 
financiación PACE, se realiza a instancia del propietario del edificio interesado 
en acometer las actuaciones de eficiencia energética. 

98. En aquellos casos en los que el edificio respecto del cual se deseen acometer las 
mejoras de eficiencia energética se halle sometido al régimen de propiedad 
horizontal, la decisión deberá adoptarse con arreglo al régimen de mayoría 
previsto en la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal (“LPH”). 

99. Llegados a este punto cabría plantear dos posibilidades (i) considerar las 
actuaciones o mejoras de eficiencia energética como parte del deber de 
conservación o (ii) regular un régimen específico de mayorías para los acuerdos 
de la Junta de Propietarios que se adopten en relación con las medidas de 
eficiencia energética. 

100. Así, si lo que se pretende es que la realización de obras de conservación del 
edifico, hasta alcanzar un determinado grado de calificación energética, revista 
un carácter obligatorio, se plantea la posibilidad de articular la correspondiente 
reforma legislativa de manera que se incluyan dentro del artículo 10 LPH, como 
actuación de carácter obligatorio y que no requiere de acuerdo previo de la Junta 
de propietarios, las mejoras de eficiencia energética necesarias para alcanzar un 
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determinado nivel de eficiencia de los edificios aún cuando ello implicara la 
realización de actuaciones en cada uno de los pisos o locales en los que se divida 
la propiedad horizontal y siempre que ello redunde en beneficio de la eficiencia 
energética del conjunto de la comunidad.  

101. En concreto, se propone incluir, dentro del “deber de conservación” al que se 
refiere el artículo 10.1.a) LPH, la obligación de llevar a cabo las obras necesarias 
para que el inmueble alcance un determinado nivel de calificación energética en 
los términos previstos en el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se 
aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética 
de los edificios (“Real Decreto 235/2013”).  

102. Igualmente se propone incluir una nueva letra dentro del citado artículo 10.1 
LPH para hacer referencia a las actuaciones en materia energética que tengan 
por objeto mejorar, al menos en dos niveles, la calificación de la eficiencia 
energética de un edificio. 

103. De este modo se ampliaría la posibilidad de hacer reformas de mejora de 
eficiencia energética sin la necesidad del acuerdo de la Junta y con carácter 
obligatorio sobre la totalidad del edificio, es decir, también sobre cada uno de los 
pisos o locales que forman parte de la comunidad de propietarios.  

104. Si lo que se pretende es articular un régimen de mayorías específico para los 
acuerdos de la Junta de Propietarios que se adopten en relación con las medidas 
de eficiencia energética, se propone incluir en el artículo 17 LPH un apartado 
que prevea que las obras y mejoras de eficiencia energética que se realicen para 
que el inmueble alcance el nivel D de calificación de eficiencia energética de 
conformidad con los dispuesto en Real Decreto 235/2013, requerirán el voto 
favorable de un tercio de los integrantes de la comunidad que representen, a su 
vez, un tercio de las cuotas de participación. 

105. En el supuesto del párrafo anterior, se propone excepcionar el caso de que para 
una concreta zona climática o un sector de actividad, se imponga legal o 
reglamentariamente la obligación de alcanzar un determinado nivel de 
calificación de eficiencia energética. En este caso, las actuaciones necesarias 
para alcanzar dicho nivel de calificación se entenderán incluidas dentro del deber 
legal de conservación al que se refiere el artículo 10.1.a de la LPH, de manera 
que revestirán carácter obligatorio y no será necesario el previo acuerdo de la 
Junta de Propietarios.  

106. Por otro lado, y en relación con la afección real de cada uno de los pisos o 
locales en los que se divide el edificio, debemos partir de que el artículo 9 
apartado e) y f) LPH establece como obligaciones del propietario las siguientes: 

“e) Contribuir, con arreglo a la cuota de participación fijada en el título o a 
lo especialmente establecido, a los gastos generales para el adecuado 
sostenimiento del inmueble, sus servicios, cargas y responsabilidades que 
no sean susceptibles de individualización. 
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Los créditos a favor de la comunidad derivados de la obligación de 
contribuir al sostenimiento de los gastos generales correspondientes a las 
cuotas imputables a la parte vencida de la anualidad en curso y los tres 
años anteriores tienen la condición de preferentes a efectos del artículo 
1.923 del Código Civil y preceden, para su satisfacción, a los citados en los 
números 3.º, 4.º y 5.º de dicho precepto, sin perjuicio de la preferencia 
establecida a favor de los créditos salariales en el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo. 

El adquirente de una vivienda o local en régimen de propiedad horizontal, 
incluso con título inscrito en el Registro de la Propiedad, responde con el 
propio inmueble adquirido de las cantidades adeudadas a la comunidad 
de propietarios para el sostenimiento de los gastos generales por los 
anteriores titulares hasta el límite de los que resulten imputables a la parte 
vencida de la anualidad en la cual tenga lugar la adquisición y a los tres 
años naturales anteriores. El piso o local estará legalmente afecto al 
cumplimiento de esta obligación. 

En el instrumento público mediante el que se transmita, por cualquier título, 
la vivienda o local el transmitente, deberá declarar hallarse al corriente en 
el pago de los gastos generales de la comunidad de propietarios o expresar 
los que adeude. El transmitente deberá aportar en este momento 
certificación sobre el estado de deudas con la comunidad coincidente con 
su declaración, sin la cual no podrá autorizarse el otorgamiento del 
documento público, salvo que fuese expresamente exonerado de esta 
obligación por el adquirente. La certificación será emitida en el plazo 
máximo de siete días naturales desde su solicitud por quien ejerza las 
funciones de secretario, con el visto bueno del presidente, quienes 
responderán, en caso de culpa o negligencia, de la exactitud de los datos 
consignados en la misma y de los perjuicios causados por el retraso en su 
emisión.” [El subrayado y la negrita son nuestros] 

107. Partiendo de lo dispuesto en dicho artículo, y con la finalidad de garantizar la 
afección real de cada uno de los pisos o locales al pago de la financiación PACE 
que hubiera sido solicitado por la comunidad de propietarios, se propone la 
modificación legislativa del citado artículo de manera que se otorgue a las cuotas 
pendientes de la financiación PACE el mismo tratamiento que a las cantidades 
adeudas para el sostenimiento de los gastos generales. 

108. Por último, en relación con estas obligaciones del artículo 9, el artículo 21 LPH, 
establece lo siguiente: 

“1. Las obligaciones a que se refieren los apartados e) y f) del artículo 9 
deberán cumplirse por el propietario de la vivienda o local en el tiempo y 
forma determinados por la Junta. En caso contrario, el presidente o el 
administrador, si así lo acordase la junta de propietarios, podrá exigirlo 
judicialmente a través del proceso monitorio. 
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2. La utilización del procedimiento monitorio requerirá la previa 
certificación del acuerdo de la Junta aprobando la liquidación de la deuda 
con la comunidad de propietarios por quien actúe como secretario de la 
misma, con el visto bueno del presidente, siempre que tal acuerdo haya sido 
notificado a los propietarios afectados en la forma establecida en el 
artículo 9. 

3. A la cantidad que se reclame en virtud de lo dispuesto en el apartado 
anterior podrá añadirse la derivada de los gastos del requerimiento previo 
de pago, siempre que conste documentalmente la realización de éste, y se 
acompañe a la solicitud el justificante de tales gastos. 

4. Cuando el propietario anterior de la vivienda o local deba responder 
solidariamente del pago de la deuda, podrá dirigirse contra él la petición 
inicial, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el actual propietario. 
Asimismo, se podrá dirigir la reclamación contra el titular registral, que 
gozará del mismo derecho mencionado anteriormente. 

En todos estos casos, la petición inicial podrá formularse contra cualquiera 
de los obligados o contra todos ellos conjuntamente. 

5. Cuando el deudor se oponga a la petición inicial del proceso monitorio, 
el acreedor podrá solicitar el embargo preventivo de bienes suficientes de 
aquél, para hacer frente a la cantidad reclamada, los intereses y las costas. 

El tribunal acordará, en todo caso, el embargo preventivo sin necesidad de 
que el acreedor preste caución. No obstante, el deudor podrá enervar el 
embargo prestando aval bancario por la cuantía por la que hubiese sido 
decretado. 

6. Cuando en la solicitud inicial del proceso monitorio se utilizaren los 
servicios profesionales de abogado y procurador para reclamar las 
cantidades debidas a la Comunidad, el deudor deberá pagar, con sujeción 
en todo caso a los límites establecidos en el apartado tercero del artículo 
394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los honorarios y derechos que 
devenguen ambos por su intervención, tanto si aquél atendiere el 
requerimiento de pago como si no compareciere ante el tribunal. En los 
casos en que exista oposición, se seguirán las reglas generales en materia 
de costas, aunque si el acreedor obtuviere una sentencia totalmente 
favorable a su pretensión, se deberán incluir en ellas los honorarios del 
abogado y los derechos del procurador derivados de su intervención, 
aunque no hubiera sido preceptiva.” 

109. Por ello, la LPH constituye un buen mecanismo para poder garantizar el cobro 
de las cuotas con el carácter privilegiado que prevé tanto el artículo 9 como 21 
LPH. Para ello sería necesario promover la modificación de la LPH de tal modo 
que se incluyera en el artículo 9 apartado e) la referencia a las modificaciones 
del edificio en materia de eficiencia energética. Además, se debería promover la 
inclusión de las mejoras de eficiencia energética como gasto obligatorio en los 
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términos del artículo 10 LPH. De este modo, para la adopción de dichas mejoras 
no sería necesario la adopción del acuerdo de la Junta de Propietarios y su pago 
gozaría del régimen privilegiado previsto en el artículo 21 LPH. 

110. Adicionalmente, para incluir la posibilidad de que el propietario del edificio o de 
los pisos o locales que acometan mejoras de eficiencia energética puedan 
repercutir los costes de la inversión en los copropietarios, inquilinos y 
arrendatarios sería necesario promover la modificación de la Ley 29/1994, de 24 
de noviembre de Arrendamientos Urbanos.  

111. En el Anexo del presente informe se contiene una propuesta de redacción 
normativa. 

E. Sistema de Financiación PACE 

112. Para que todo lo previsto en los apartados anteriores guarde coherencia, sería 
conveniente la regulación a nivel legal y, en su caso reglamentario, de un 
“Sistema de Financiación PACE”.  

113. En concreto, a través de una norma con rango de ley12 se podría incluir la 
previsión un “Sistema de Financiación PACE” como aquel mecanismo que, 
dentro de los parámetros que se desarrollen reglamentariamente, facilite a las 
personas físicas, jurídicas, comunidades de propietarios y demás entidades 
propietarios de un bien inmueble de inmuebles, la obtención de financiación a 
largo plazo para mejoras de eficiencia energética, y conservación de agua y uso 
y almacenamiento de energías renovables en inmuebles, de modo que se 
contribuya a la consecución de los objetivos de eficiencia energética fijados en 
el PNIEC y exigidos por la normativa comunitaria. 

114. Dicha Ley podría regular o, en su caso, remitir a un ulterior desarrollo 
reglamentario, la determinación de los aspectos del “Sistema de Financiación 
PACE” que, de manera no exhaustiva, se mencionan a continuación: 

(i) El mecanismo y procedimiento de habilitación (con la previsión de los 
requisitos que se deben de cumplir) de las entidades de financiación para 
poder otorgar financiaciones en el marco del “Sistema de Financiación 
PACE”. 

(ii) El mecanismo y procedimiento de habilitación (con la previsión de los 
requisitos que se deben de cumplir) de las empresas autorizadas para 
realizar las actuaciones de eficiencia energética financiadas a través del 
“Sistema de Financiación PACE”. Alternativamente, se podría otorgar 

 
12 A estos efectos, se podría aprovechar la oportunidad legislativa que ofrece el Anteproyecto de Ley de 
Cambio Climático que, como hemos visto, ya prevé en el artículo 19 la consideración del cambio 
climático en la planificación y gestión del desarrollo urbano, la edificación y las infraestructuras del 
transporte. En este sentido, de resaltarse que el día 21 de enero de 2020 el Consejo de Ministros aprobó el 
acuerdo de Declaración ante la Emergencia Climática y Ambiental en España, en el que se asume el 
compromiso de adoptar 30 líneas de acción prioritarias, cinco de ellas en los primeros 100 días, para 
combatir el cambio climático con políticas transversales. Entre ellas, se incluye la remisión al Parlamento 
del proyecto de Ley de Cambio Climático 
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esta habilitación directamente a las empresas que están habilitadas como 
proveedores de servicios energéticos de conformidad con lo dispuesto en 
el Real Decreto 56/2016, de 12 de febrero, por el que se transpone la 
Directiva 2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
octubre de 2012, relativa a la eficiencia energética, en lo referente a 
auditorías energéticas, acreditación de proveedores de servicios y 
auditores energéticos y promoción de la eficiencia del suministro de 
energía (“RD 56/2016”), donde se regulan las condiciones y requisitos 
que deben observarse para la acreditación de estos proveedores13.  

(iii) La forma específica en que las entidades locales deberán manifestar su 
voluntad para permitir la aplicación del “Sistema de Financiación PACE” 
en su respectivo ámbito territorial. En este sentido, se sugiere como 
posibilidad que las entidades locales, por medio de una ordenanza 
municipal previa, manifiesten su voluntad de participar en la 
implementación de un “Sistema de Financiación PACE”, aprobando 
cuando sea preciso las correspondientes contribuciones especiales o 
recargos sobre el IBI para subvenir al pago de la financiación PACE. 

(iv) Las características esenciales de las financiaciones para que puedan 
entenderse incluidas dentro del “Sistema de Financiación PACE”, 
determinando, entre otras cuestiones, los plazos de amortización de la 
financiación, los tipos de interés aplicables, las mejoras de eficiencia 
energética que permitan acceder a la financiación, el importe que se 
financia, y demás elementos esenciales que lo configuran. 

 

 
13 El RD 56/2016 establece en el artículo 7 los requisitos para el ejercicio de la actividad profesional de 
proveedor de servicios energéticos, y en el artículo 9 prevé la habilitación y declaración responsable 
relativa al cumplimiento de los requisitos de proveedor de servicios energéticos. 
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IV. Regulación de la Hipoteca Verde 

115. La Hipoteca Verde se presenta como alternativa para aquellos casos en que las 
entidades locales no implementen los mecanismos necesarios para que opere el 
sistema de financiación PACE. 

116. A fecha de la presente nota, no existe regulación que contemple la Hipoteca 
Verde en el ordenamiento jurídico español. Sin embargo, durante la tramitación 
parlamentaria de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de 
crédito inmobiliario (“Ley 5/2019), en fase de enmiendas, se propuso sobre la 
base de una enmienda del Grupo Parlamentario Popular en el Senado14, añadir la 
Disposición Adicional decimotercera con la siguiente redacción: 

“Crédito Verde como medida de apoyo y fomento en eficiencia energética y 
uso de fuentes de energía renovable en edificios. 

Se crea la figura del Crédito Verde como medida adicional de estímulo 
para la canalización de capital privado en la financiación de proyectos de 
inversión en eficiencia energética, ahorro de agua y uso y almacenamiento 
de energías de fuente renovable en cualquier tipología de edificio y en 
atención al interés general e impacto que tales proyectos tienen sobre la 
lucha contra el cambio climático y el bienestar social. 

1. Será el Crédito Verde la garantía real establecida sobre un bien 
susceptible de ser inscrito en un registro de la propiedad que se otorgue en 
garantía para el repago de una financiación relacionada con un Proyecto 
Cualificado y exclusivamente por el importe destinado al mismo, si fuera el 
caso de que forma parte de un paquete de financiación más extenso que 
comprende la adquisición, construcción o reforma del inmueble o conjunto 
de inmuebles. 

2. «Proyecto Cualificado»: significa (i) la instalación o modificación de 
una Mejora Cualificada en el terreno o la edificación, que genera ahorros 
medibles en gasto energético y/o agua calculados sobre una Base de Coste 
energético y agua, y es llevada a cabo por un Contratista Cualificado, así 
como (ii) la financiación de una Mejora Cualificada a través de un contrato 
de compra de energía a largo plazo o (iii) en edificios en construcción, 
aquellas inversiones necesarias para obtener la más alta calificación en su 
certificado de eficiencia energética. 

3. «Mejora Cualificada»: significa una mejora permanente de un 
inmueble que sirve para reducir el consumo o la demanda de agua o 
energía, calculada sobre su Base de Coste energético y agua, incluyendo 
productos, dispositivos o conjuntos interactivos de productos o dispositivos 
del lado del cliente que usan tecnología energética y/o fuentes renovables 

 
14 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/PopUpCGI?CMD=VERLST&BASE=pu12&FMT=
PUWTXDTS.fmt&DOCS=1-
1&DOCORDER=LIFO&QUERY=%28BOCG_D_12_342_2592.CODI.%29#(P%C3%A1gina70)  
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para generar o almacenar electricidad, aportar energía térmica, regular la 
temperatura o servir de aislamiento. 

4. «Base de Coste energético y agua»: será la media mensual ponderada 
del consumo y coste efectivamente incurrido en los últimos cinco años del 
edificio o de edificios similares en la misma zona. Las compañías eléctricas, 
de gas y comercializadoras deberán facilitar a las entidades 
administradoras de programas PACE los datos relativos a tales medias. 

5. «Contratista Cualificado»: el contratista o sus subcontratistas deberán 
cumplir los siguientes estándares: 

a) Tener la experiencia y todas las cualificaciones técnicas, recursos, 
personal y financieros necesarios y suficientes para planear, ejecutar y 
responder de las responsabilidades asumidas en el Proyecto Cualificado. 

b) Estar al corriente y contar con todas las licencias, registros y 
certificaciones requeridas por la normativa para el desarrollo de su fin 
social y del Proyecto Cualificado. 

c) Estar al corriente de todas sus obligaciones fiscales y laborales y contar 
y estar al corriente en el pago de las comisiones y primas de las garantías y 
seguros necesarios o convenientes en relación a la ejecución de Proyectos 
Cualificados. 

d) Tener aprobado y vigente un código ético relativo a sus políticas de 
captación de clientes, transparencia y profesionalidad en la ejecución de 
sus proyectos, controles en la contratación de material, equipos y 
subcontratistas, medidas anticorrupción y en general todos aquellos otros 
aspectos recomendados por la asociación profesional de su sector. 

6. El Crédito Verde gozará de los privilegios de los créditos 
refaccionarios en cuanto a la posibilidad de su anotación preventiva 
telemática en el registro de la propiedad sin necesidad de otorgamiento de 
escritura pública y se podrá solicitar la conversión de la anotación en 
inscripción definitiva con efectos ejecutivos desde la fecha de su anotación 
preventiva, en cualquier momento durante la vigencia de la financiación, a 
instancias del prestamista, y dicha conversión estará exenta del Impuesto de 
Actos Jurídicos Documentados. 

7. La anotación preventiva del Crédito Verde deberá venir acompañada, 
para ser admitida en los registros, de una certificación de una entidad de 
verificación acreditada por el IDAE sobre la idoneidad del Proyecto 
Cualificado a efectos de los parámetros que se establezcan 
reglamentariamente. 

117. Asimismo, se proponía la modificación del artículo 94 de la Ley Hipotecaria 
quedando con la siguiente redacción: 
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“Para convertir en inscripción de hipoteca la anotación derivada de un 
Crédito Verde se otorgará escritura pública por el importe a esa fecha del 
saldo vivo de la financiación de la que trae causa, más sus intereses 
ordinarios, de demora, comisiones y gastos. Esta inscripción, en aras del 
interés público, estará exenta del Impuesto de Actos Jurídicos 
Documentados.” 

118. Y en relación con el artículo 95 de la Ley Hipotecaria, se proponía la siguiente 
redacción: 

“Las cuestiones que se susciten entre el acreedor y el deudor sobre la 
liquidación del crédito refaccionario o del crédito para un proyecto de 
eficiencia energética y uso de fuentes de energías renovables sobre la 
constitución de la hipoteca en estos casos, se decidirán en juicio ordinario. 
Mientras éste se sustancie y termine, subsistirá la anotación preventiva y 
producirá todos sus efectos”. 

119. No obstante, estas propuestas de enmienda fueron rechazadas en el Pleno del 
Congreso de los Diputados, por lo que se eliminaron de la redacción final.  

120. Destaca en este sentido, que ya se propuso la configuración del denominado 
“Crédito Verde” por medio de la modificación de la Ley Hipotecaria sobre la 
base de los siguientes elementos: (i) como una garantía real establecida sobre un 
bien susceptible de ser inscrito en el Registro de la Propiedad que se otorgue en 
garantía para el repago de la financiación; (ii) como un crédito que gozase de los 
privilegios de un crédito refaccionario en cuanto a la posibilidad de su anotación 
preventiva telemática en el Registro de la Propiedad sin necesidad de 
otorgamiento de escritura pública y con la posibilidad de solicitar la conversión 
de la anotación en inscripción definitiva con efectos ejecutivos desde la fecha de 
su anotación preventiva, en cualquier momento durante la vigencia de la 
financiación, a instancias del prestamista, y estando dicha conversión exenta del 
Impuesto de Actos Jurídicos Documentado y (iii) la anotación preventiva del 
Crédito Verde deberá venir acompañada, para ser admitida en los registros, de 
una certificación de una entidad de verificación acreditada por el IDAE sobre la 
idoneidad del proyecto de que se trate. 

121. De este modo, puesto que la figura de la Hipoteca Verde ya ha sido planteada en 
el Congreso de los Diputados como “Crédito Verde”, se propone rescatar la 
redacción que se incluía en la tramitación de la Ley 5/2019 para dicho “Crédito 
Verde”, para la configuración de la Hipoteca Verde. 

122. Para la constitución de la Hipoteca Verde es necesaria su regulación mediante 
una norma con rango de ley en la que se prevea la posibilidad de anotarla 
preventivamente sin necesidad de escritura pública y de solicitar su conversión 
en cualquier momento, estando exenta del Impuesto sobre Actos Jurídicos 
Documentados. En el Anexo I se incluye la concreta propuesta de redacción de 
los artículos a incluir en la Ley Hipotecaria. 

V. El sistema de reconocimiento de certificaciones de ahorro energético 
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123. El sistema nacional de obligaciones de eficiencia energética asigna a las 
empresas comercializadoras de gas y electricidad, a los operadores de productos 
petrolíferos al por mayor y a los operadores de gases licuados de petróleo al por 
mayor, una cuota anual de ahorro energético denominada obligación de ahorro, 
que se fija en función del volumen de ventas de energía a clientes finales. 

124. La cantidad a abonar se calcula a final de año (se paga en el año posterior), 
mediante orden que aprueba el Ministerio para la Transición Ecológica donde se 
asigna a cada sujeto obligado una cuota anual de ahorro energético que se 
calcula en función del volumen de ventas. El cumplimiento de esta obligación se 
materializa mediante la aportación al Fondo Nacional de Eficiencia Energética 
de su equivalencia financiera. Esta Orden ministerial, de carácter anual, marca 
los plazos en que debe cumplirse esta obligación.  

125. Por ello, las obligaciones de ahorro están contempladas en el ordenamiento 
jurídico español como como una contribución financiera anual de los sujetos 
obligados.  

126. Adicionalmente, la propia normativa de aplicación contempla como alternativa 
la posibilidad de establecer un mecanismo de acreditación de la consecución de 
una cantidad de ahorro energético a través de la presentación de certificados de 
ahorro energético negociables.  

127. Sin embargo, esta alternativa aún no ha sido desarrollada y requiere de la 
aprobación de un reglamento, tal y como veremos a continuación.  

A. Normativa aplicable y jurisprudencia  

128. En este apartado se analiza cómo se regula el sistema de obligaciones de 
eficiencia energética tanto en la normativa de la Unión Europea como en la 
normativa estatal, teniendo en cuenta, además, la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Supremo.  

129. En primer lugar, debe partirse de la Directiva 2012/27/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 relativa a la eficiencia 
energética, por la que se modifican las Directivas 2009/125/CE y 2010/30/UE, y 
por la que se derogan las Directivas 2004/8/CE y 2006/32/CE (la “Directiva 
2012/27/UE”). 

130. La Directiva 2012/27/UE tiene por objeto establecer un marco común de 
medidas para el fomento de la eficiencia energética dentro de la Unión a fin de 
asegurar la consecución del objetivo principal de eficiencia energética de la 
Unión y establecer normas destinadas a eliminar barreras en el mercado de la 
energía y a superar deficiencias del mercado que obstaculizan la eficiencia en el 
abastecimiento y el consumo de energía.  
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131. Así, el artículo 7 Directiva 2012/27/UE regula el sistema de obligaciones de 
eficiencia energética y establece lo siguiente: 

“1. Cada Estado miembro establecerá un sistema de obligaciones de 
eficiencia energética. Dicho sistema velará por que los distribuidores de 
energía y/o las empresas minoristas de venta de energía que estén 
determinados como partes obligadas con arreglo al apartado 4, que operen 
en el territorio de cada Estado miembro alcancen un objetivo de ahorro de 
energía acumulado, a nivel de usuario final, antes del 31 de diciembre de 
2020, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2. Dicho objetivo será al 
menos equivalente a la consecución de un nuevo ahorro cada año, desde el 
1 de enero de 2014 hasta el 31 de diciembre de 2020, del 1,5 % de las 
ventas anuales de energía a clientes finales de todos los distribuidores de 
energía o empresas minoristas de venta de energía, en volumen, como 
promedio de los últimos tres años previos al 1 de enero de 2013. Se podrán 
excluir total o parcialmente de este cálculo las ventas de energía, en 
volumen, empleada para el transporte. Los Estados miembros decidirán 
cómo repartir a lo largo del período la cantidad calculada de nuevo ahorro 
a que se refiere el párrafo segundo.” 

132. Por su parte, el artículo 20 Directiva 2012/27/UE bajo la rúbrica “Fondo 
nacional de eficiencia energética, financiación y apoyo técnico” establece en sus 
apartados 4 y siguientes:  

“4. Los Estados miembros podrán crear un Fondo nacional de eficiencia 
energética. El objetivo de este Fondo será respaldar las iniciativas 
nacionales de eficiencia energética.  

5. Los Estados miembros podrán autorizar que las obligaciones previstas en 
el artículo 5, apartado 1, se cubran mediante contribuciones anuales al 
Fondo nacional de eficiencia energética, de una cuantía equivalente a la de 
las inversiones necesarias para el cumplimiento de dichas obligaciones.  

6. Los Estados miembros podrán estipular que las partes obligadas puedan 
cumplir las obligaciones previstas en el artículo 7, apartado 1, 
contribuyendo anualmente a un Fondo nacional de eficiencia energética en 
una cuantía equivalente a las inversiones que exija el cumplimiento de 
dichas obligaciones.  

7. Los Estados miembros podrán emplear los ingresos que perciban de la 
asignación anual de emisiones conforme a la Decisión no 406/2009/CE 
para la creación de mecanismos de financiación innovadores que lleven a 
la práctica el objetivo del artículo 5 de mejorar el rendimiento energético 
de los edificios”. 

133. Y en este sentido, la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas 
urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia (“Ley 18/2014”) 
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que transpone la Directiva 2012/27/UE15, establece un sistema de obligaciones 
para las empresas comercializadoras de gas y electricidad, para los operadores 
de productos petrolíferos al por mayor, y para los operadores de gases licuados 
del petróleo al por mayor, a partir de la entrada en vigor de la misma. A raíz del 
establecimiento de este sistema, anualmente se definirá mediante Orden del 
Ministerio un objetivo de ahorro anual, los porcentajes de reparto entre los 
correspondientes sujetos obligados, las cuotas u obligaciones de ahorro 
resultantes correspondiente a cada sujeto obligado en función de sus ventas 
finales de energía del año n–2, siguiendo el mismo criterio establecido por la 
citada Directiva 2012/27/UE en su artículo 7, para la determinación del objetivo 
acumulado de ahorro, así como la equivalencia financiera a fin de proceder al 
cumplimiento de dichas obligaciones mediante su contribución a un Fondo 
Nacional de Eficiencia Energética. 

134. Pues bien, el artículo 69 Ley 18/2014 relativo a la creación de un sistema 
nacional de obligaciones establece lo siguiente: 

“1. Se crea el sistema nacional de obligaciones de eficiencia energética, en 
virtud del cual se asignará a las empresas comercializadoras de gas y 
electricidad, a los operadores de productos petrolíferos al por mayor, y a 
los operadores de gases licuados de petróleo al por mayor, en adelante, 
sujetos obligados del sistema de obligaciones, una cuota anual de ahorro 
energético de ámbito nacional, denominada obligaciones de ahorro”. 

135. El artículo 71 Ley 18/2014 relativo al cumplimiento de las obligaciones y 
Certificados de Ahorro Energético, establece lo siguiente: 

“1. Para hacer efectivo el cumplimiento de las obligaciones anuales de 
ahorro energético, los sujetos obligados deberán realizar una contribución 
financiera anual al Fondo Nacional de Eficiencia Energética al que se 
refiere el artículo siguiente, por el importe resultante de multiplicar su 
obligación de ahorro anual por la equivalencia financiera que se 
establezca. 

Dicha obligación financiera habrá de ingresarse por trimestres completos 
en cuatro partes iguales, y ello no más tarde del 31 de marzo, 30 de junio, 
30 de septiembre y 31 de diciembre de cada año. 

Por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo se determinará la 
equivalencia financiera con base en el coste medio estimado para movilizar 
las inversiones en todos los sectores de actuaciones necesarias para 
alcanzar el objetivo anual de ahorro. 

2. Alternativamente, y en los términos que reglamentariamente por el 
Gobierno se regulen, se podrá establecer un mecanismo de acreditación de 
la consecución de una cantidad de ahorro energético equivalente al 

 
15Recientemente modificada por la Directiva (UE) 2018/844 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 
de mayo de 2018. 
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cumplimiento de las obligaciones del sistema. Este mecanismo se basará en 
la presentación de Certificados de Ahorro energético (CAE) negociables, 
que resulten de la realización de las actuaciones de eficiencia energética 
que se definan en un catálogo y que cumplan con los requisitos y 
condiciones que en dicho catálogo se establezcan, cuya gestión 
corresponderá al Instituto para la Diversificación y Ahorro de la 
Energía16. 

Para obtener y transmitir certificados de ahorro energético se deberá estar 
acreditado ante el sistema de obligaciones de eficiencia energética en las 
condiciones que se determinen reglamentariamente. Los sujetos que se 
acrediten deberán suscribir un seguro de responsabilidad civil u otra 
garantía financiera que cubra los riesgos que puedan derivarse de sus 
actuaciones en la cuantía mínima que se establezca mediante real decreto. 

Este mecanismo comprenderá asimismo, un sistema de control que incluirá 
la verificación material de una parte estadísticamente significativa de las 
medidas de mejora de la eficiencia energética certificadas. 

3. La inspección y tramitación de los procedimientos sancionadores 
derivados del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el la 
presente Ley y en sus disposiciones de desarrollo en relación al sistema 
nacional de obligaciones de eficiencia energética le corresponderá al 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo.” [La negrita es nuestra.] 

136. Por su parte, el artículo 73 Ley 18/2014, establece lo siguiente: 

1. Se crea el Fondo Nacional de Eficiencia Energética, sin personalidad 
jurídica, cuya finalidad será financiar las iniciativas nacionales de 
eficiencia energética, en cumplimiento del artículo 20 de la Directiva 
2012/27/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 
2012. 

2. El Fondo Nacional de Eficiencia Energética se dedicará a la 
financiación de mecanismos de apoyo económico, financiero, asistencia 
técnica, formación, información, u otras medidas con el fin de aumentar la 
eficiencia energética en diferentes sectores de forma que contribuyan a 
alcanzar el objetivo de ahorro energético nacional que establece el Sistema 
Nacional de Obligaciones de Eficiencia energética previsto en el artículo 7 
de la citada Directiva. 

3. Podrán atenderse con cargo a las dotaciones del Fondo los gastos de 
administración que ocasione su gestión. A estos efectos, se considerarán 
gastos de administración, entre otros, aquellos que ocasione la gestión del 
Fondo, la elaboración de estudios e informes, las asistencias técnicas para 
la definición de las medidas de actuación así como para la medición, 

 
16Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del primer párrafo del apartado 2 por Sentencia 
del TC 69/2018, de 21 de junio 
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control, verificación y certificación17 de los ahorros energéticos obtenidos 
por la aplicación de las medidas apoyadas por el Fondo, por parte de la 
entidad a la que se encargue la misma. 

137. Por todo ello, no cabe duda que la Ley 18/2014 contempla la posibilidad de 
articular un sistema de certificación de ahorros energéticos. Sin embargo, esta 
posibilidad está prevista como una alternativa que necesita de desarrollo 
reglamentario.  

138. Además, en relación con estos artículos debe tenerse en cuenta los 
pronunciamientos del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal 
Supremo al respecto. 

139. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencia de 7 de agosto de 
2018, (asunto C-561/16)18, ha declarado que la Directiva 2012/27/UE no se 
opone a la normativa española, que establece como modo principal de ejecución 
de las obligaciones de eficiencia energética un sistema de contribución anual a 
un Fondo Nacional de Eficiencia Energética, siempre que, por una parte, esa 
normativa garantice la obtención de ahorros de energía en una medida 
equivalente a los sistemas de obligaciones de eficiencia energética que pueden 
crearse con arreglo a dicha Directiva. 

140. La sentencia determina que el hecho de que la Directiva sólo mencione este tipo 
de medidas como “alternativa” simplemente pone de manifiesto la posibilidad de 
elegir que se reconoce a los Estados Miembros, que gozan en esta materia de una 
gran flexibilidad y de un amplio margen de apreciación, pudiendo elegir el 
régimen que mejor se adapta a su situación particular entre diferentes tipos de 
regímenes, atendiendo a sus particularidades nacionales, con el fin de alcanzar 
los objetivos perseguidos por la Directiva.  

141. El Tribunal Supremo también se ha pronunciado en la sentencia número 
627/2019, de fecha 13 de mayo de 2019, relativa al recurso contencioso-
administrativo contra la Orden IET/289/2016, de 20 de febrero, por la que se 
establecen las obligaciones de aportación al Fondo Nacional de Eficiencia 
Energética en el año 2015, y establece lo siguiente: 

“En segundo lugar y como ya se ha advertido, la compatibilidad efectiva del 
sistema implantado por el Gobierno no puede verificarse por este Tribunal 
de forma preventiva, debido a la propia naturaleza de dicho sistema. Tal 
como hemos dicho, los requisitos de los apartados 10 y 11 han de 
proyectarse en realidad sobre los concretos programas de ahorro que se 
pongan en marcha mediante la financiación del Fondo, más que sobre el 
propio sistema de contribución a un fondo, y la comprobación de que 
dichos requisitos son cubiertos por tales programas no es posible efectuarla 

 
17 Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del apartado 3 por Sentencia del TC 69/2018, de 
21 de junio 
18 Tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, por el Tribunal Supremo, mediante auto de 25 de octubre de 2016, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 7 de noviembre de 2016. 
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en este momento dado el diverso estado en ejecución y control de los 
mismos. Aún así, el informe elaborado por el IDAE, aportado al proceso 
mediante diligencia para mejor proveer, ofrece información sobre el 
destino de las aportaciones efectuadas al Fondo durante los ejercicios 
2014, 2015, 2016 y 2017 ofrece información suficiente como para entender 
que la gestión del Fondo y la ejecución de las líneas de actuación que se 
han emprendido son susceptibles de cumplir con los requisitos materiales y 
de control exigidos por la Directiva y puestos de relieve por la sentencia del 
Tribunal de Justicia. 

[…] 

Del examen de todo lo anterior la Sala llega a la conclusión de que el 
sistema implantado por la Ley 18/2014 y desarrollado por la Orden 
impugnada es susceptible de alcanzar los objetivos establecidos por la 
Directiva, pese a no resultar posible una comprobación material efectiva de 
si los programas financiados por el Fondo cumplen en todo punto las 
exigencias de la norma comunitaria y de si los resultados al final de 
período contemplado, que llega hasta 2020, alcanzan plenamente el 
objetivo de ahorro.  

[…] 

El eventual incumplimiento final del objetivo de ahorro o el incumplimiento 
de algunas de las exigencias previstas en la Directiva por alguno de los 
programas de actuación podrían constituir, en su caso, una infracción de 
las obligaciones derivadas del derecho comunitario, pero no supondría la 
contradicción del sistema implantado por la Ley española con la Directiva 
2012/27 y la consiguiente contrariedad a derecho de la Orden 289/2015.” [l 
subrayado y la negrita son nuestros.] 

142. De este modo, el Tribunal Supremo ha ratificado la conformidad del sistema 
español de obligaciones de eficiencia energética con la Directiva 2012/27/UE, en 
concordancia con lo decidido por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

143. Teniendo en cuenta todo lo anterior, y una vez aclarado cuál es el sistema 
español de obligaciones de eficiencia energética, en el siguiente apartado, se 
analiza la posibilidad de implementar un sistema de reconocimiento de 
certificaciones de ahorro energético.  

B. Implementación del sistema de reconocimiento de certificación de 
ahorro energético 

144. Como hemos visto, España ha optado por un mecanismo de contribuciones 
anuales al Fondo Nacional de Eficiencia Energética. Pero esto no obsta para que 
pueda desarrollarse reglamentariamente un sistema de CAE, con las garantías 
necesarias.  
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145. La normativa de aplicación permite establecer un mecanismo de acreditación de 
la consecución de una cantidad de ahorro energético equivalente al 
cumplimiento de las obligaciones del sistema, basado en la presentación de CAE 
negociables, que resulten de la realización de las actuaciones de eficiencia 
energética que se definan en un catálogo y que cumplan con los requisitos y 
condiciones que en dicho catálogo se establezcan y cuya gestión corresponderá 
al Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE). 

146. Sin embargo, dicho mecanismo se contempla como una alternativa que debe ser 
objeto de desarrollo reglamentario para poder llevarse a cabo. 

147. A fecha del presente escrito no existe previsión de un reglamento que permita 
desarrollar esta vía, por lo que es necesario que se promueva la aprobación del 
mismo para poder implementar el sistema de CAE en el ordenamiento jurídico 
español, de manera que la obligación de contribuir en especie al Fondo Nacional 
de Eficiencia Energética pueda materializarse mediante su aportación.  

148. En este desarrollo reglamentario podrá preverse la posibilidad de que o bien las 
compañías comercializadoras, o bien un tercero habilitado al efecto, como 
podría ser el financiador privado habilitado o una empresa de servicios 
energéticos habilitada puedan implantar un software o sistema digital específico 
de contabilización que permitan la cuantificación de los ahorros obtenidos como 
consecuencia de la implementación de medidas de eficiencia energética y que 
por dichos ahorros conseguidos se emitan los CAE equivalentes a favor de los 
titulares de los inmuebles que hayan implementado las citadas medidas.  

149. Igualmente podrá regularse que estos CAE puedan ser transmitidos a cualquiera 
de los sujetos obligados del sistema de obligaciones de manera que estos puedan 
aportarlos como mecanismo de acreditación del cumplimiento de la obligación 
de ahorro que le haya sido asignada y como alternativa a la obligación de 
ingresar la equivalencia financiera de dichas obligaciones. 

C. Implementación del Sistema MEETS 

150. Analizada la viabilidad de implantar, a través del correspondiente desarrollo 
reglamentario, un sistema de CAE, se analiza a continuación el encaje que 
tendría en nuestro ordenamiento jurídico, un sistema concreto denominado 
“Metered Energy Efficiency Transaction Structure” (“MEETS”).19 

151. El sistema MEETS parte de la consideración de la eficiencia energética como 
servicio (“energy efficiency as a service”), hasta el punto de considerar la 
eficiencia energética o energía no consumida como una fuente de energía más 
(referida como “negawatios”).  

152. La medición de estos negawatios o ahorros de energía conseguidos a través de 
las actuaciones de eficiencia energética acometidas en los inmuebles, se efectúa 
por la compañía comercializadora de energía eléctrica a través de un software o 

 
19 También referido como “Energy Efficiency as a Service” (“EEAS”). 
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sistema digital específico de contabilización de ahorro energético, que reconoce 
los kwh ahorrados por los consumidores que hayan implementado actuaciones 
de eficiencia energética. 

153. Por estos kwh ahorrados o negawatios, debidamente contabilizados, podrán 
emitirse los correspondientes CAE.  

154. Adicionalmente, el sistema MEETS trata de ser un sistema que facilite el acceso 
a la financiación para acometer actuaciones de eficiencia energética en edificios, 
mediante la articulación de un mecanismo que permita a los particulares 
financiar las actuaciones de eficiencia energética a través de los ahorros 
conseguidos y a las entidades de financiación obtener una mayor seguridad en el 
cobro de las cuotas de la financiación, que se realizará a través de la factura que 
expida la comercializadora. 

155. En concreto, se pretende que la facturación emitida por la compañía 
comercializadora al consumidor que haya decidido acometer actuaciones de 
eficiencia energética acogiéndose al sistema MEETS, englobe dos conceptos 
diferenciados, a saber, (i) la energía eléctrica efectivamente consumida, 
aplicando a los kwh consumidos el precio que se hubiera acordado en el contrato 
de suministro; (ii) la energía ahorrada, medida a través del software específico o 
sistema digital específico de contabilización de ahorro energético, aplicando a 
cada uno de los kwh ahorrados o negawatios, el mismo precio que se hubiera 
acordado en el contrato de suministro u otro específico, resultado de aplicar un 
descuento sobre el anterior si así se hubiera pactado en el contrato20. 

156. El importe facturado por la compañía comercializadora en concepto de “energía 
ahorrada” se destina a las entidades de financiación en pago de la financiación 
otorgada para la realización de las actuaciones de eficiencia energética, de 
manera que puede afirmarse que las obras o actuaciones acometidas se financian 
con los ahorros.  

157. Desde una perspectiva estrictamente regulatoria, la implantación del sistema 
MEETS dentro del ordenamiento jurídico español exige de una serie de 
habilitaciones que precisan del correspondiente desarrollo legal o normativo: 

(i) Posibilidad de implantar un software específico o sistema digitalizado 
que permita a las empresas comercializadoras contabilizar la energía 
ahorrada, esto es, los kwh ahorrados por el consumidor como 
consecuencia de las mejoras de eficiencia energética realizadas en el 
inmueble de su titularidad. 

Para ello se propone la inclusión, dentro del artículo 44 LSE, relativo a 
los “derechos y obligaciones de los consumidores en relación con el 
suministro”, de un nuevo derecho del consumidor que permita solicitar a 
la empresa de comercialización la implantación de un sistema de 

 
20 Debe resaltarse que este concepto de facturación por “energía ahorrada”, encuentra su justificación en 
la consideración de la eficiencia energética o energía no consumida como una fuente de energía más. 
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contabilización, debidamente homologado, que permita contabilizar la 
energía ahorrada como consecuencia de la implementación en el 
inmueble de su titularidad de mejoras de eficiencia energética y, en su 
caso, exigir la facturación diferenciada en caso de haber suscrito un 
contrato de financiación MEETS. Como correlato lógico, se propone la 
inclusión dentro del artículo 46 LSE, relativo a las “obligaciones y 
derechos de las empresas comercializadoras en relación con el 
suministro” de la obligación correlativa. 

En el Anexo del presente informe se contiene la propuesta concreta de 
redacción de los artículos. 

(ii) Posibilidad de implantar un sistema de facturación que permita a las 
compañías comercializadoras facturar de manera independiente la 
energía ahorrada debidamente medida, aplicando a cada uno de los kwh 
ahorrados o negawatios, el precio que se hubiera acordado en el contrato 
de suministro y traspasar dicho importe al financiador privado. Este 
traspaso de la comercializadora al financiador privado se podría hacer 
bien directamente o bien por medio de la firma de un PPA (“Power 
Purchase Agreement”)21 que se negocie entre la comercializadora y el 
financiador del proyecto de eficiencia energética.  

Para ello, y sin perjuicio de la modificación de la LSE sugerida en el 
apartado anterior, se propone la inclusión de un artículo 110 quáter 
dentro del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se 
regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía 
eléctrica (“RD 1955/2000”).en el capítulo III, “Medidas de protección al 
consumidor” del Título V, “Actividad de comercialización y 
consumidores cualificados”.    

En el Anexo del presente informe se contiene la propuesta concreta de 
redacción de artículos. 

(iii) Posibilidad de emitir CAE en cantidad equivalente a los ahorros de 
energía debidamente contabilizados y que dichos certificados puedan 
acreditar el cumplimiento de las obligaciones de ahorro impuestas a los 
sujetos obligados por el sistema nacional de obligaciones de eficiencia 
energética. 

Para poder implantar este mecanismo es necesario que, en el desarrollo 
reglamentario al que se ha hecho referencia en el apartado V.B del 
presente informe, se regulen los requisitos sustantivos y procedimentales 
necesarios que permitan que la energía ahorrada como consecuencia de la 
implementación de mejoras de eficiencia energética y que haya sido 

 
21 Esta figura contractual enlaza con la consideración de la eficiencia energética o energía no consumida 
como una fuente de energía más. 
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debidamente medida por la compañía comercializadora, se certifique a 
través de la emisión de CAE. 

En dicho desarrollo reglamentario se estima que, como mínimo, deberá 
preverse lo siguiente: 

- Procedimiento para la homologación por parte del IDAE de un 
software específico o sistema digitalizado que permita a las 
empresas comercializadoras contabilizar los ahorros energéticos. 

- Procedimiento para la comunicación por la comercializadora al 
IDAE de los ahorros contabilizados a través del sistema de 
medición homologado. 

- Procedimiento para la expedición de los CAE que correspondan a 
los ahorros contabilizados. En este punto, se sugiere la posibilidad 
de configurar el sistema de reconocimiento de CAE como un 
mecanismo de anotaciones en cuenta similar al que la normativa 
establece para las garantías de origen de la electricidad procedente 
de fuentes de energía renovable 22. 

En particular, deberá definirse reglamentariamente el sujeto a cuyo 
nombre se expiden los CAE que, de manera análoga a lo previsto 
para las garantías de origen, será el tenedor original. En este punto, 
podría preverse que en el caso de la financiación PACE o sistema 
MEETS, los CAE se expidan a favor del financiador privado al 
haber sido la entidad que en última instancia ha posibilitado el 
acometimiento de las actuaciones de eficiencia energética.  

Lo anterior posibilitaría que el financiador privado pueda vender 
los CAE a la comercializadora, pudiendo emplear para ello el 
mecanismo del PPA al que se ha aludido anteriormente. 

*** 

 
22 Circular 1/2018, de 18 de abril, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que 
se regula la gestión del sistema de garantía de origen de la electricidad procedente de fuentes de energía 
renovables y de cogeneración de alta eficiencia. 
 
Orden ITC/1522/2007, de 24 de mayo, por la que se establece la regulación de la garantía del origen de la 
electricidad procedente de fuentes de energía renovables y de cogeneración de alta eficiencia. 



 

 
 

ANEXO 

 

I. Redacción de los artículos a incluir en el TRLRHL para la configuración de 
las “Contribuciones PACE”  

1. Se propone la inclusión en el TRLRHL de una Sección denominada 
“Contribuciones PACE” con el siguiente articulado:   

Artículo [*]. Contribuciones PACE 

“1. Las entidades locales, en los términos previstos en esta ley, podrán establecer 
contribuciones especificas destinadas a la devolución, por los propietarios de los 
inmuebles, de los préstamos obtenidos dentro de un sistema de financiación 
PACE para la realización en los mismos de mejoras de eficiencia energética, 
ahorro de agua y uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables 

2. Estas contribuciones tienen la condición de prestaciones patrimoniales de 
carácter público no tributario y se denominan Contribuciones PACE”. 

Artículo [*]. Hecho imponible 

“Constituye el hecho imponible de la Contribuciones PACE la obtención por el 
sujeto pasivo de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes inmuebles 
como consecuencia de la realización de mejoras de eficiencia energética, ahorro 
de agua y uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables.” 

Artículo [*]. Base Imponible 

“La base imponible de las Contribuciones PACE está constituida, por el importe 
total del préstamo obtenido dentro de un sistema de financiación PACE para la 
realización en el inmueble de mejoras de eficiencia energética, ahorro de agua y 
uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables.”  

Artículo [*]. Mejoras de Eficiencia Energética 

“Tendrán la consideración de mejoras de eficiencia energética, ahorro de agua y 
uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables, aquellas que generan 
ahorros medibles en el consumo de energía, calculado o medido, que se estima 
necesario para satisfacer la demanda energética del edificio en unas condiciones 
normales de funcionamiento y ocupación, que incluirá, entre otras cosas, la 
energía consumida en calefacción, la refrigeración, la ventilación, la producción 
de agua caliente sanitaria y la iluminación.”  

Artículo [*]. Sujeto pasivo 



 

 
 

“Son sujetos pasivos de las contribuciones PACE las personas físicas, jurídicas, 
comunidades de propietarios y demás entidades que hayan solicitado un préstamo 
dentro del sistema de financiación PACE y que resulten especialmente 
beneficiadas por la realización de mejoras de eficiencia energética, ahorro de 
agua y uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables en el inmueble 
de su titularidad”.  

Artículo [*]. Sujeto beneficiario. Convenio de financiación PACE  

“1. Son sujetos beneficiarios de las contribuciones PACE las entidades 
financieras y demás sujetos específicamente habilitadas para otorgar préstamos 
dentro de un sistema de financiación PACE, que hubieran otorgado un préstamo 
al inmueble respecto del que se impone la contribución PACE. 

2. Las entidades locales deberán suscribir con cada sujeto beneficiario un 
convenio de financiación PACE en el que se determinará la forma de ingreso de 
las cantidades obtenidas como consecuencia del cobro de la Contribución 
PACE. 

3. Los convenios previstos en el apartado anterior quedan excluidos del ámbito 
de aplicación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.” 

Artículo [*]. Cuota y devengo 

“La cuota de la contribución especial será una cantidad fija que se determinará, 
en función de la base imponible, en la correspondiente ordenanza fiscal y de 
acuerdo con lo acordado en el contrato de préstamo suscrito el marco del 
Sistema de Financiación PACE entre el financiador y el titular del inmueble. 

La contribución especial se devenga en el momento en que se hayan realizado en 
los inmuebles sujetos a un sistema de financiación PACE las obras de mejora de 
eficiencia energética, ahorro de agua y uso y/o almacenamiento de energías de 
fuente renovables.  

Por medio de la correspondiente ordenanza fiscal se determinarán los años de 
duración de la contribución especial, el plazo para su exacción, el porcentaje o 
importe a recaudar sobre la base de lo acordado en el contrato de préstamo 
suscrito el marco del Sistema de Financiación PACE.” 

Artículo [*]. Imposición y ordenación 

“La exacción de las Contribuciones PACE precisará de la previa adopción del 
acuerdo de imposición que revestirá la forma de ordenanza.  



 

 
 

El acuerdo de imposición se adoptará de manera individual para cada inmueble 
que se acoja al Sistema de Financiación PACE y requerirá que previamente se 
haya suscrito un acuerdo de financiación que revista las características legal y 
reglamentariamente exigidas para encuadrarse dentro del Sistema de 
Financiación PACE.”  

2. Se propone asimismo la modificación, mediante norma con rango de ley, del 
artículo 20.6 del TRLRHL de manera que su párrafo segundo, quede redactado 
como sigue: 

“En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de 
obras o la prestación de los servicios, en régimen de concesión, sociedades de 
economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital 
íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado, así como las 
exigidas en el marco de una financiación PACE en los términos previstos en los 
artículos [*] de la presente Ley” 

II. Propuesta de modificación del artículo 72 TRLHL para incluir un Recargo 
para hacer frente a la financiación PACE 

3. Se propone la modificación, mediante norma con rango de ley, del artículo 72.4 
del TRLRHL de manera que se incluyan los siguientes párrafos:  

“En el caso de que sobre los bienes inmuebles se haya suscrito una financiación 
PACE, los ayuntamientos podrán exigir un recargo sobre la cuota líquida del 
impuesto cuyo destino será el reintegro a la entidad financiadora de las cuotas 
del préstamo PACE. 

El importe del recargo se determinará para cada caso mediante ordenanza fiscal 
en función del importe del préstamo y el plazo de devolución que se haya 
acordado entre las partes. 

Serán sujetos beneficiarios del recargo las entidades financieras y demás sujetos 
específicamente habilitadas para otorgar préstamos dentro de un sistema de 
financiación PACE, que hubieran otorgado un préstamo al inmueble respecto del 
que se impone el recargo para hacer frente a la financiación PACE. 

Las entidades locales deberán suscribir con cada sujeto beneficiario un convenio 
de financiación PACE en el que se determinará la forma de ingreso de las 
cantidades obtenidas como consecuencia del cobro del recargo.  

Los convenios previstos en el párrafo anterior quedan excluidos del ámbito de 
aplicación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.” 



 

 
 

III. Propuesta de redacción de los artículos a incluir en la LGT para la 
constitución de la hipoteca legal tácita 

4. Se propone la inclusión, mediante una norma con rango de ley, de un apartado 
adicional en el artículo 78 LGT de manera que la nueva redacción del artículo sea 
la siguiente: 

“Artículo 78. Hipoteca legal tácita. 

1. En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles 
en un registro público o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Estado, 
las comunidades autónomas y las entidades locales tendrán preferencia sobre 
cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus 
derechos, para el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas 
correspondientes al año natural en que se exija el pago y al inmediato 
anterior. 

2. Los dispuesto en el apartado anterior será de aplicación para las 
Contribuciones PACE o recargos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles que 
hayan sido aprobados por los ayuntamientos para el reintegro de las cuotas 
del préstamo otorgado dentro del sistema de financiación PACE en relación 
con bienes inmuebles inscribibles en un registro. En este caso, las entidades 
locales tendrán preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, 
aunque éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas 
devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural en que se exija el 
pago y a los tres años inmediatamente anteriores”. 

IV. Propuesta de redacción normativa LPH 

5. Se propone la modificación del artículo 9.1 LPH de manera que el apartado e) 
pase a tener la siguiente redacción: 

“Son obligaciones de cada propietario: 

contribuir con arreglo a la cuota de participación fijada en el título o a lo 
especialmente establecido, a los gastos generales para el adecuado sostenimiento 
del inmueble, sus servicios, cargas y responsabilidades que no sean susceptibles 
de individualización así como a los gastos necesarios para llevar a cabo 
actuaciones de eficiencia energética, ahorro de agua y uso y/o almacenamiento 
de energías de fuente renovable en el edificio”. 

6. Se propone la inclusión en el artículo 10.1.a) LPH del siguiente párrafo: 

“Se considerarán incluidas dentro del deber legal de conservación las obras y 
trabajos necesarios en materia de eficiencia energética para que el inmueble 
alcance el nivel D de calificación de eficiencia energética de conformidad con los 
dispuesto en Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el 



 

 
 

procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los 
edificios y su normativa de desarrollo” 

7. Se propone la inclusión de una nueva letra f) dentro del artículo 10.1 LPH con la 
siguiente redacción: 

“Las obras y actuaciones en materia de eficiencia energética, que tengan por 
objeto mejorar, al menos en dos niveles, la calificación de eficiencia energética 
del edificio de conformidad con los dispuesto en Real Decreto 235/2013, de 5 de 
abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la 
eficiencia energética de los edificios y su normativa de desarrollo”. 

8. Alternativamente a la modificación propuesta en los párrafos 6 y 7 anteriores, se 
propone la inclusión de un nuevo apartado en el artículo 17 LPH con la siguiente 
redacción: 

“La realización de obras y actuaciones en materia de eficiencia energética que 
sean necesarios para que el inmueble alcance el nivel D de calificación de 
eficiencia energética de conformidad con los dispuesto en Real Decreto 
235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la 
certificación de la eficiencia energética de los edificios y su normativa de 
desarrollo, así como aquellas que tengan por objeto mejorar al menos en dos 
niveles la calificación de eficiencia energética del edificio, requerirán el voto 
favorable de un tercio de los integrantes de la comunidad que representen, a su 
vez, un tercio de las cuotas de participación. 

Ello no obstante, cuando se imponga legal o reglamentariamente la obligación de 
alcanzar un determinado nivel de calificación de eficiencia energética, las obras 
y actuaciones necesarias para alcanzarlo se entenderán incluidas dentro del 
deber legal de conservación al que se refiere el artículo 10.1.a de la presente 
ley”.  

9. Artículo 20 Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos: 
Posibilidad de repercutir los costes.  

“cuando el propietario acometa en el edificio mejoras de eficiencia energética, 
ahorro de agua y uso y/o almacenamiento de energías de fuente renovables que 
generen un retorno sobre el ahorro generado superior a uno, podrán sin 
necesidad de pacto previo, repercutir los costes de dicha inversión entre los 
copropietarios, inquilinos y arrendatarios”. 

V. Hipoteca verde: propuesta de redacción de los artículos a incluir en LH 

10. Se propone por medio de una norma con rango de ley, la inclusión en la LH de los 
siguientes artículos que contemplen la Hipoteca Verde. 



 

 
 

11. Artículo [*] LH: Hipoteca Verde 

“Se considerarán como Hipoteca Verde la garantía real establecida sobre un bien 
susceptible de ser inscrito en un registro de la propiedad que se otorgue en 
garantía para el pago de una financiación otorgada en  relación con un proyecto 
de mejoras de eficiencia energética y conservación de agua y uso y 
almacenamiento de energías renovables en cualquier tipo de inmuebles existentes 
y exclusivamente por el importe destinado al mismo, si fuera el caso de que forma 
parte de un paquete de financiación más extenso que comprenda la adquisición, 
construcción o reforma del inmueble o conjunto de inmuebles” 

“La Hipoteca Verde gozará de los privilegios de un crédito refaccionario en 
cuanto a la posibilidad de su anotación preventiva telemática en el registro de la 
propiedad sin necesidad de otorgamiento de escritura pública y se podrá solicitar 
la conversión de la anotación en inscripción definitiva con efectos ejecutivos 
desde la fecha de su anotación preventiva, en cualquier momento durante la 
vigencia de la financiación, a instancias del prestamista, estando dicha 
conversión estará exenta del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados”.  

12. Artículo [*] LH: De las anotaciones preventivas 

“Podrán pedir anotación preventiva de sus respectivos derechos en el Registro 
correspondiente: 

el acreedor de una Hipoteca Verde desde el momento en que se suscriba el 
contrato de financiación de que se trate” 

13. Artículo [*]: LH  

“El acreedor de una Hipoteca Verde podrá exigir anotación sobre la finca 
gravada por las cantidades que, de una vez o sucesivamente, anticipare, 
presentando el contrato por escrito que en cualquier forma legal haya celebrado 
con el deudor. 

Las anotaciones preventivas derivadas de Hipotecas Verdes caducarán en la 
fecha de cancelación de la financiación de la que traen causa. 

Para convertir en inscripción de hipoteca la anotación derivada de una Hipoteca 
Verde se otorgará escritura pública por el importe a esa fecha del saldo vivo de 
la financiación de la que trae causa, más sus intereses ordinarios, de demora, 
comisiones y gastos. Esta inscripción, en aras del interés público, estará exenta 
del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados.” 

14. Artículo [*] LH 



 

 
 

“Las cuestiones que se susciten entre el acreedor y el deudor sobre la liquidación 
del crédito refaccionario o del crédito para un proyecto de eficiencia energética y 
uso de fuentes de energías renovables sobre la constitución de la hipoteca en 
estos casos, se decidirán en juicio ordinario. Mientras éste se sustancie y termine, 
subsistirá la anotación preventiva y producirá todos sus efectos”. 

VI. Implementación de MEETS 

15. Para la implementación de MEETS se propone la inclusión de un nuevo derecho 
en el artículo 44 LSE, relativo a los “derechos y obligaciones de los consumidores 
en relación con el suministro” y la inclusión de la obligación correlativa en el 
artículo 46 LSE relativo a las “obligaciones y derechos de las empresas 
comercializadoras en relación con el suministro”. 

Se propone la inclusión de una letra p) en el artículo 44.1 LSE con la siguiente 
redacción: 

“En el caso de haber realizado o implementado mejoras de eficiencia energética 
en los inmuebles de su titularidad, a solicitar a la empresa comercializadora que 
corresponda la instalación de un sistema de contabilización, debidamente 
homologado por el IDAE, que permita contabilizar los ahorros energéticos como 
consecuencia de la realización o implementación de dichas mejoras. 

Una vez implantado el sistema de contabilización, el consumidor que haya 
suscrito un sistema de financiación MEETS podrá solicitar a la empresa 
comercializadora la facturación diferenciada de los ahorros obtenidos en los 
términos que reglamentariamente se determinen.” 

Se propone la inclusión de una letra u) en el Artículo 46.1 LSE con la siguiente 
redacción: 

“instalar a los consumidores que hayan realizado mejoras de eficiencia energética 
en los inmuebles de su titularidad, cuando así lo soliciten, un sistema de 
contabilización, debidamente homologado por el IDAE, que permita contabilizar 
los ahorros energéticos y, en su caso, facturar de manera diferenciada al 
consumidor los ahorros obtenidos en los términos que se determinen 
reglamentariamente”. 

16. Asimismo, se propone la inclusión de un Artículo 110 quater en el RD 1955/2000 
con la siguiente redacción: 

“En aquellos casos en los que se haya instalado un sistema de contabilización, 
debidamente homologado por el IDAE, que permita contabilizar los ahorros 
energéticos, las empresas comercializadoras que suministren energía eléctrica  a 
los consumidores que haya realizado mejoras de eficiencia energética en los 
inmuebles de su titularidad y que así lo soliciten por haber suscrito un sistema de 



 

 
 

financiación MEETS, deberán implantar un sistema de facturación que permita 
facturar de manera independiente la energía ahorrada debidamente medida por 
el sistema de contabilización homologado. 

La facturación por la compañía comercializadora se realizará aplicando a cada 
uno de los kwh ahorrados como consecuencia de las mejoras de eficiencia 
energética, el precio que se hubiera acordado en el contrato de suministro 
correspondiente. 

La comercializadora traspasara a la entidad financiadora de las mejoras de 
eficiencia energética el importe facturado en concepto de kwh ahorrados”. 

*** 
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